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RESUMEN 

La presente investigación se enfoca en analizar la posibilidad de implementar la sanción 

de multa como medida única, en sustitución a la pena privativa de libertad en casos de 

deserción cometidos por personal que presta el Servicio Militar Voluntario en la Fuerza 

Aérea del Perú; esta necesidad surge a partir de la constatación de que en múltiples 

procesos penales militares, los jóvenes voluntarios del Servicio Militar son sancionados 

con el mismo rigor que los profesionales de carrera (Oficiales, Técnicos y Suboficiales), 

sin considerar las diferencias jurídicas, sociales y personales que los caracterizan; frente 

a ello, el estudio parte del principio de equidad sancionadora y busca evidenciar si una 

sanción pecuniaria puede constituirse como una respuesta más proporcional y adecuada 

a su condición. 

La investigación toma en cuenta la naturaleza del servicio militar voluntario, el cual no 

configura un vínculo laboral, ni una carrera profesional dentro de las Fuerzas Armadas, 

sino una prestación de  servicio voluntaria de carácter cívico  formativo; desde esta 

perspectiva, la imposición de sanciones privativas de libertad resulta desproporcional 

frente a la deserción que comete el servicio militar voluntario, más aún cuando no se 

evidencia peligro real para la institución o reincidencia dolosa; por el contrario, el uso de 

multas podría generar una sanción efectiva sin comprometer los derechos fundamentales 

de los jóvenes involucrados, y al mismo tiempo mantener la disciplina institucional 

exigida por el servicio militar. 

Palabras Clave: Deserción, justicia, Servicio.



ABSTRACT 
 
This research analyzes the implementation of fines as an alternative sanction to 

imprisonment in cases of desertion committed by personnel enrolled in the Voluntary 

Military Service (VMS) of the Peruvian Air Force. The study is motivated by the 

recognition that, in many military judicial processes, young volunteers are subjected to 

the same punitive treatment as career soldiers, without acknowledging their distinct legal 

status and social conditions. Based on the principle of sanctioning equity, this work seeks 

to determine whether a pecuniary penalty may serve as a fairer and more proportional 

response. 

 

The study highlights that VMS does not constitute a professional or contractual link with 

the armed forces, but rather a temporary and voluntary civic training experience. From 

this  standpoint,  criminal penalties  that  involve incarceration  may be excessive  and 

counterproductive, whereas the use of fines could maintain order and accountability 

without infringing on fundamental rights. 

 

Keywords: Desertion, justice, Service.
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INTRODUCCIÓN 
 

 
 

El presente trabajo de investigación titulado “Análisis de la implementación de multa por 

el delito de deserción de acuerdo a su naturaleza jurídica del personal que presta el 

Servicio Militar Voluntario en la Fuerza Aérea del Perú, LIMA-2025”; busca investigar 

la deserción militar, que ha sido históricamente considerada una de las faltas más graves 

dentro del régimen castrense, dado que afecta directamente a la disciplina y a la estructura 

jerárquica que sostiene el funcionamiento de las Fuerzas Armadas, sin embargo, en contextos 

actuales donde se incorpora a jóvenes voluntarios sin experiencia previa en la vida militar, 

surge la necesidad de analizar si el tratamiento jurídico sancionador aplicado a estos casos 

resulta proporcional y adecuado a la naturaleza del vínculo que une al ciudadano con la 

institución militar. 

 

En ese marco de ideas, se ha identificado que la sanción de prisión efectiva o suspendida 

impuesta a jóvenes que cometen el delito de deserción podría generar consecuencias 

desproporcionales en relación a la infracción cometida, ya que muchos de estos jóvenes 

provienen de sectores vulnerables, con escasa formación militar y con motivaciones 

personales o familiares que escapan al simple incumplimiento del deber; por lo tanto, es 

indispensable reestructurar el modelo sancionador aplicable para este caso en específico, 

considerando alternativas como la multa, que puede cumplir una función correctiva sin 

destruir las oportunidades de reintegración social del infractor. 

 

Es importante resaltar que el Servicio Militar Voluntario no configura un contrato laboral, 

ni una carrera institucional, sino un compromiso temporal donde el ciudadano se somete a 

una disciplina especial, sin perder por ello, sus derechos constitucionales básicos, lo que 

implica que las sanciones impuestas deben ser compatibles con los principios de 

razonabilidad, legalidad y proporcionalidad, en especial cuando se trata de delitos de menor
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lesividad como la deserción sin agravantes, en esos casos, la aplicación automática de 

prisión, aunque sea suspendida, puede considerarse una respuesta penal innecesaria. 

 

En esa línea analítica, esta investigación plantea como objetivo general analizar la viabilidad 

de implementar la multa como sanción aplicable a la deserción dentro del Servicio Militar 

Voluntario, enfocándose específicamente en el caso de la Fuerza Aérea del Perú durante el 

periodo anual 2021-2024, para ello, se ha considerado necesario evaluar la naturaleza jurídica 

del vínculo entre el Estado y el joven voluntario, así como las características del proceso 

penal militar en estos casos, examinando también los fundamentos jurídicos y 

constitucionales que podrían respaldar una reforma en este sentido. 

 

A partir de un enfoque cualitativo, se han revisado expedientes judiciales emitidos por 

tribunales militares en los cuales se observa una tendencia a la flexibilización de la sanción, 

en particular cuando el imputado ha demostrado arrepentimiento, voluntad de reparación del 

daño y condiciones sociales que dificultan su permanencia en filas, estos casos revelan que 

los jueces militares, aunque limitados por la legislación vigente, empiezan a aplicar con 

mayor criterio las penas suspendidas, incluso dejando sin efecto la reparación civil cuando 

resulta desproporcional o imposible de cumplir. 

 

Asimismo, se ha revisado la doctrina penal militar y los principios del derecho sancionador 

para identificar los criterios que permiten sustentar la imposición de sanciones alternativas 

como la multa, encontrando que el principio de mínima intervención penal y el principio de 

proporcionalidad permiten, en determinados casos, optar por medidas menos gravosas 

cuando el fin preventivo y retributivo de la pena puede cumplirse sin necesidad de prisión, 

especialmente cuando se trata de infractores no reincidentes, de escasa peligrosidad y con 

voluntad de corregir su conducta.



 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

CAPÍTULO I 
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1.  MARCO TEÓRICO 
 
 
 

1.1. Las Fuerzas Armadas en el Perú 
 

 

1.1.1. Historia y evolución de las Fuerzas Armadas 
 

 
 

Taype (2021), nos relata que, durante el siglo XIX, con el establecimiento de un nuevo 

Estado independiente, las Fuerzas Armadas de Perú empezaron hacer parte de los elementos 

fundamentales de este nuevo Estado independiente. 

 
Sus orígenes se encuentran en las distintas agrupaciones de indígenas y afrodescendientes 

que, luego de la llegada del Ejército Libertador a Paracas en 1820, decidieron enrolarse 

voluntariamente con él. El general José de San Martín, consciente de la necesidad de 

concretar una estructura militar, decidió fundar la Legión Peruana de la Guardia (18 de 

agosto de 1821), que podemos considerar como la primera Unidad Oficial del Ejército 

Republicano. 

 
Este cuerpo de defensa armada fue fundamental en las gestas de la independencia, como en 

las batallas de Junín o Ayacucho  (1824) y, luego, en el Combate del Callao (1866), 

reafirmando así la soberanía nacional. A pesar de las frecuentes luchas internas y del 

protagonismo de los caudillos militares, el siglo se cerró con heroicas acciones en la Guerra 

del Pacífico (1879-1883) donde los héroes más reconocidos, como Grau, Bolognesi o 

Cáceres, defendieron el honor y la dignidad del país, lo que significó el inicio del verdadero 

espíritu nacional peruano. 

 
El origen contemporáneo de las Fuerzas Armadas del Perú según Obando (2024), a mediados 

del siglo XX, se dió una reestructuración importante de las Fuerzas Armadas del Perú, a raíz 

de las enseñanzas obtenidas de la Segunda Guerra Mundial. Aunque ya existían desde la
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época inca, la organización contemporánea de las Fuerzas Armadas del Perú que surgió en 

los años 50, posteriormente se gestó la creación del Comando Conjunto, en la que las 

distintas ramas de las Fuerzas Armadas interrelacionan entre sí en un enfoque conjunto para 

cada determinada situación. 

 

El Ejército del Perú se creó en 1821 bajo la construcción de José de San Martín y ha tenido 

una participación activa en la defensa nacional y en la ayuda a la sociedad, desempeñando 

un papel destacado en el conflicto con Ecuador en 1995 y en la lucha contra el terrorismo en 

su vertiente de los años 80. La Marina de Guerra del Perú tiene sus orígenes en la Armada 

del Mar del Sur; ha evolucionado bajo los procesos de cooperación internacional y tiene por 

emblema a la figura del almirante Miguel Grau Seminario. La Fuerza Aérea del Perú goza 

de reconocimiento universal por sus avances en tecnología, siendo además la pionera en los 

avances que despliega en el campo internacional. 

 
Gálvez (2021), agrega que el nacimiento formal del Ejército Peruano fue cuando se firmó el 

llamado Decreto Protectoral que instituyó la Legión Peruana de la Guardia. Este cuerpo fue 

ideado como el prototipo del Ejército Republicano, que se caracterizó por el orden y la 

valentía en los combates y cuya composición era la siguiente: infantería, caballería y 

artillería. De esta manera se asentó una organización militar con el propósito de salvaguardar 

la independencia y fortalecer al incipiente Estado peruano. 

 
La Legión Peruana de la Guardia conservó a lo largo de su trayectoria activa su participación 

en eventos pasados ilustrativos de su historia, tales como las batallas de la independencia 

como las de Ayacucho y Junín, y conflictos más contemporáneos como el del Alto Cenepa 

o la operación “Chavín de Huántar”. Hoy el Ejército no sólo participa en la defensa nacional, 

sino también en el apoyo al desarrollo, en las tareas de las misiones de paz y gestión de 

riesgos y desastres, reafirmando su compromiso con los derechos humanos y las leyes.
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En el recorrido por la historia y evolución de nuestras Fuerzas Armadas del Perú, he llegado 

a la conclusión de que su origen responde directamente a la génesis de la República misma 

y a la construcción de la nacionalidad. Nos parece valioso que su aporte no se limite solo a 

la defensa del país, sino que han asumido funciones muy importantes como el combate a la 

delincuencia y al terrorismo, la protección civil, la pacificación y la intervención en misiones 

de paz. 

 
1.1.2. Naturaleza jurídica de las Fuerzas Armadas 

 

 
 

En el Decreto Legislativo del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas (2012), en su 

artículo 2 señala que el Comando Conjunto tiene naturaleza jurídica de Órgano ejecutor. Esto 

significa que el Comando Conjunto actúa como una instancia operativa de la estructura 

estatal, subordinada directamente ante el Ministerio de Defensa, la entidad responsable de 

ejecutar determinadas funciones del sector defensa nacional. 

 
La cuestión de la naturaleza jurídica de las Fuerzas Armadas, según Viloria  (2016) fue y es 

materia de discurso científico, estrictamente aquel desarrollado por los especialistas, 

especialmente respecto de si tienen que ser clasificadas como una administración del Estado 

o como una institución autónoma. Dicho debate emerge por la peculiar forma que toman, así 

como a la utilización intercambiada de ambos vocablos en las leyes, la jurisprudencia o la 

literatura científica. 

 
Si bien, en defensa de ambas posturas hay argumentaciones que pueden dar apariencia de 

consistentes, lo que se sugiere es una concepción mixta donde las Fuerzas Armadas se 

conceptualizan como una administración con características institucionales, es decir, que son 

parte de la arquitectura estatal, pero a la vez están dotadas de organización, funciones, un
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sistema normativo y jerarquía propia y bien definida; de forma tal que suponen una identidad 

propia dentro del aparato público. 

 

López (1983), se aborda esta cuestión desde una óptica jurídico-constitucional, observamos 

que las Fuerzas Armadas no se consideran un Órgano constitucional, pues no poseen una 

configuración directa y originaria otorgada por la Constitución. Por otro lado, estas tampoco 

ejercen funciones políticas, ni son parte de la estructura básica del Estado, sino que se limitan 

a actuar subordinadas al poder civil, y en particular al Gobierno, encargado de dirigir la 

defensa. En contraste con los Órganos constitucionales, como lo es el Congreso o el Tribunal 

Constitucional, las Fuerzas Armadas carecen de autonomía normativa y presupuestaria, 

estando su organización determinada por leyes orgánicas. 

 

Las Fuerzas Armadas sí se consideran una institución de cierto relieve constitucional. Dicho 

estatus implica que, si bien las FFAA no tienen el estatus de un Órgano constitucional pleno, 

como el que sí tienen el Congreso o el Tribunal Constitucional, su existencia y función 

quedan perfectamente definidas por la Constitución, de tal modo que no pueden ser 

suprimidas sin que para ello se lleve a cabo un proceso de reforma de la Constitución. 

 

En este sentido, el propio artículo 8° de la Constitución les otorga un papel fundamental en 

la defensa del orden democrático y de la soberanía, convirtiéndolas en una institución sujeta 

a la garantía institucional, como la que se asigna, por ejemplo, a los partidos políticos o a los 

sindicatos, lo que también ha sido admitido por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 

 
Luego de revisar los distintos enfoques sobre la naturaleza jurídica de las Fuerzas Armadas, 

considero que su carácter mixto es el que mejor se ajusta a nuestra realidad jurídica y 

constitucional. Desde mi perspectiva, las Fuerzas Armadas son parte esencial del aparato
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estatal, pero con una estructura organizativa y funcional propia que la diferencia del resto de 

la administración pública. Puede que no sean un órgano constitucional autónomo, pero puedo 

ver que su rol si está señalado en nuestra Carta Magna, de esta manera se les da una 

relevancia institucional que no deja lugar a dudas. En ese sentido, comprendo que su 

subordinación al poder civil no contradice su especialización ni su jerarquía, sino que 

refuerza su legitimidad dentro del orden democrático que todos debemos preservar. 

 
1.1.3. Fines de las Fuerzas Armadas 

 

 
 

La Secretaría Técnica del Acuerdo Nacional (2010), redactó que las Fuerzas Armadas tienen 

como fin primordial y vital el resguardo de la soberanía, independencia e integridad del 

territorio nacional y la tutela de los intereses esenciales de la nación; además, la facultad de 

intervenir en el restablecimiento del orden interno una vez declarados el estado de 

emergencia o el estado de sitio, conforme lo que se encuentra establecido en la normativa 

vigente. Y que su función se extiende hacia la participación activa en la defensa civil y en la 

seguridad regional y hemisférica, asistiendo en misiones de paz bajo la bandera de las 

Naciones Unidas; participando en el desarrollo nacional con acento especial en la protección 

ambiental; la defensa de la Antártida; el desarrollo de la Amazonía; el fortalecimiento de la 

integración territorial del país. 

 
En el Manual de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de las Fuerzas 

 
Armadas del Perú, contenido en anexos como parte de la Resolución Ministerial N.° 0066- 

 
2022-DE (2022), se entiende los fines de las Fuerzas Armadas desde un enfoque doctrinal, 

se limitan a la defensa del país de las amenazas externas con el objeto de participar en el 

sostenimiento de la soberanía nacional y de la integridad del territorio en los ámbitos 

terrestre, marítimo y aéreo.
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En lo que se refiere al Perú, la Constitución Política en su artículo 165 titula la defensa de la 

soberanía, de la independencia y de la integridad territorial como la principal finalidad de las 

Fuerzas Armadas; junto con esto el Decreto Legislativo N° 1134 prevé que el Ministerio de 

Defensa encabece la política de la Seguridad y Defensa Nacional, en coordinación con el 

presidente de la República y el Consejo Nacional de Seguridad y Defensa. 

 
Verdugo (2002), entiende que, en tierras chilenas, las Fuerzas Armadas existen con el 

propósito fundamental de defender la patria y asegurar la seguridad nacional; aunque la 

noción o concepto de seguridad nacional puede generar debates en su aplicación actual, su 

inclusión en la Constitución refleja una aceptación deliberada por parte del constituyente. 

Además, se les da la función de garantes del orden institucional, especialmente cuando los 

mecanismos regulares del sistema constitucional fallan. En ese contexto, las Fuerzas 

Armadas, junto con Carabineros, asumen el rol de "garantía última" de la institucionalidad, 

interviniendo solo cuando los demás órganos del Estado han resultado ineficaces; esta idea 

busca limitar su participación directa y preservar su subordinación al orden democrático, 

proporcionando así una defensa permanente pero restringida del marco institucional de la 

República, asegurando que defiendan al país siempre, pero solo cuando sea necesario. 

 
Después de analizar los diversos enfoques sobre los fines de las Fuerzas Armadas, considero 

que su misión principal gira en torno a la defensa de la soberanía, la integridad territorial y 

la seguridad nacional, solo intervienen en situaciones muy reducidas y cuando sea muy 

necesario bajo marcos legales definidos. Además, he entendido que su rol ha evolucionado 

hacia una participación activa en tareas de apoyo al desarrollo, defensa ambiental y 

colaboración internacional. En ese sentido, comprendo que su intervención debe mantenerse 

limitada y sujeta al respeto del orden democrático, garantizando siempre el interés nacional 

sin extralimitar sus funciones.
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1.1.4. La Fuerza Aérea del Perú 
 

 
 

Para el Ministerio de Defensa (2023), la Fuerza Aérea del Perú (FAP) es una institución, con 

calidad de Órgano Ejecutor, dependiente del Ministerio de Defensa. Es una de las Unidades 

Ejecutoras del Ministerio de Defensa. La que protege la seguridad del país en todo el espacio 

aéreo que cubre el total de nuestro territorio peruano, desde la conformación de la dirección 

de un Órgano específico, el cual mantiene una composición participativa del país. 

 
Jiménez (2024), conforme a la normativa de admisión que se encuentra vigente, detalla que 

la Fuerza Aérea del Perú presenta un conjunto de requisitos generales y requisitos específicos 

que deben cumplir los postulantes a sus escuelas de formación. Dichos requisitos no se limitan 

a lo que conlleva la parte legal y la parte personal, sino que también forman parte de la 

condición física y la condición académica. También debe cumplirse con el pago y entrega 

de la documentación respectiva dentro del periodo de inscripciones. 

 
Y en lo que respecta a los requisitos específicos, existe un rango de edad (de los 15 a los 21 

años), estaturas mínimas y máximas diferenciadas por sexo, y un peso en correspondencia 

con una tabla antropométrica. Además, los postulantes mayores de edad deberán realizar la 

declaración de no tener vínculos políticos, mientras que los postulantes que pertenecen a las 

Fuerzas Armadas o PNP deberán contar con la autorización de la institución. Es obligatorio 

que sepan nadar y que se encuentren psicofísicamente aptos para rendir el examen de 

esfuerzo físico. Estas condiciones han sido planteadas de acuerdo con varias disposiciones 

legales, tales como el Decreto Supremo N.° 009-MINDEF, la Ley N.° 29248 y el Decreto 

Legislativo N.° 1146. 

 
La Escuela de Oficiales de la Fuerza Aérea del Perú (2019), genera profesionales capacitados 

y  competentes  en  diversas  especialidades,  referencias  al  cumplimiento  de  la  misión
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institucional. Cada especialidad persigue el desarrollo de competencias técnicas, estratégicas 

y de liderazgo que se explicitaban dentro del ámbito aeronáutico, defensivo, logístico y 

administrativo. 

 

Las especialidades de carácter técnico y logístico como la Ingeniería Aeronáutica, los 

Sistemas y Armamento, la Electrónica, la Ingeniería de Sistemas, la Fotogramétrica o la 

Meteorológica, aseguran la imparcialidad del funcionamiento, el mantenimiento y el 

desarrollo de los sistemas de armas, los equipos electrónicos, las tecnologías de la 

información y las herramientas de análisis espacial y atmosférico. A nivel administrativo, las 

especialidades en Finanzas, Abastecimiento y Personal dan a las instancias de oficiales y 

profesionales vía administración los recursos económicos, logísticos y humanos con el fin de 

consolidar la estructura interna de la FAP. 

 

Por tanto, en su conjunto, estas especialidades expresan un tipo de formación integral que 

fundamenta la excelencia técnica, la defensa y el compromiso con la defensa nacional. 

 

Después de estudiar en profundidad tanto la estructura como las funciones y requisitos de 

acceso a la Fuerza Aérea del Perú puedo decir que esta institución efectúa un  papel 

estratégico en lo que se refiere a la defensa del espacio aéreo nacional y la seguridad del país. 

Por mi parte tengo la certeza de que el riguroso acceso en la medida en que está soportado 

en normas legales, expresa el nivel de exigencia y el nivel de compromiso que se espera que 

tengan aquellos que quieren integrarse a la misma. 

 
1.2. Servicio Militar 

 

 

1.2.1. Evolución histórica en Perú 
 

 
 

Villantoy (2024), refiere que la evolución del servicio militar en Perú fue una historia de 

conflictos y de reformas tendientes a la modernización del sistema de defensa nacional. Una
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de las más polémicas fue la leva del siglo XIX, al reconocer la guerra de los forzados 

mediante el temor y la indignación, la cual tuvo aplicación a los jóvenes que no contaban 

con documentos y carecían de criterios de selección; esta misma práctica generó un gran 

debate en  torno  a su  legalidad  y  legitimidad.  Así  se reemplazaría la  coerción  por la 

organización con formas más justas de solicitar, promoviendo con este sistema la formación 

militar y la formación en el civismo y la disciplina de los ciudadanos. 

 
En el siglo XX se llevaron a cabo varias reformas que trataron de cambiar el sistema 

mediante leyes como la de 1912, que delimitó la duración del servicio o bien abogó por los 

abusos en la forma de reclutarlos o bien mediante otras leyes como la que establece el 

Decreto Ley Nº 20788 de 1974, que formuló el sorteo con el propósito de eficientizar una 

selección adecuada del reclutamiento; de igual manera, ya en el año 2000 se da ley más 

acorde con los valores democráticos y se reconoce la necesidad de adaptar el servicio militar 

a un sistema de derechos humanos, el desarrollo social y la apertura de la información. Estas 

reformas sirvieron la forma de que el Estado peruano intentara conciliar la obligación de 

defender la patria con el respeto a la libertad individual, así como el desarrollo de los 

ciudadanos de esos que la conforman. 

 
En un reportaje de la Revista Memoria (2013), se detalla que el tiempo transcurrido desde 

finales del siglo XX ha conllevado a cambios significativos al servicio militar. En 1999, 

durante el mandato de Alberto Fujimori, fue la época de promulgación de la Ley N.º 27178, 

en la que se instauró la opción del servicio militar no obligatorio y se prohibió expresamente 

el reclutamiento forzado, indicando que la posibilidad de ingresar al servicio militar será de 

manera únicamente voluntaria; la inscripción en registros era obligatoria, el llamado a filas 

nuevamente era sólo preferente al inscrito.
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Al año 2008, durante el gobierno de Alan García, se promulgó una nueva ley que se incluyó 

la figura del sorteo público como alternativa al ingreso al servicio militar, si el número de 

voluntarios era insuficiente o en caso de que superara el número de jóvenes requeridos; pero 

en 2012, con el Decreto Legislativo N.º 1146 durante la administración de Ollanta Humala, 

se volvió a consagrar la obligación de los jóvenes concursados en los sorteos a ser 

presentados, limitando las excepciones, permitiendo librarse del servicio solo mediante el 

pago de multas; esto generó controversias por la exclusión de estudiantes de institutos 

técnicos y por establecer condiciones consideradas como discriminatorias y de acceso 

restrictivo para los jóvenes de escasos recursos. 

 
Luego de realizar un análisis histórico-extensivo del servicio militar en el Perú, puedo 

afirmar que la evolución histórica del servicio refleja una continua y sostenida intención de 

lograr un equilibrio entre la defensa del país y la defensa de los derechos individuales. En 

este recorrido histórico he evidenciado un paso de las prácticas coercitivas, saturadas de 

discriminación, a intentos por democratizar el servicio, pero que, aún en esos intentos, 

conllevaban decisiones que generaban exclusiones, controversias y desigualdades. 

 
En lo personal, considero que este recorrido histórico muestra la necesidad de un cambio 

permanente, que sea sensible a los contextos sociales, que garantice las voluntades y que dé 

cabida a la defensa de la equidad y la dignidad de todas y todos los ciudadanos. 

 

1.2.2. Naturaleza jurídica del Servicio Militar 
 

 
 

En la Ley del Servicio Militar (2008), se menciona en su artículo 2, que configura una 

actividad de carácter personal producida por los varones y las mujeres a ejercer el derecho 

y, en consecuencia, el deber constitucional de participar en la Defensa Nacional. Esta
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obligación cívica es ejecutada por los varones y mujeres a partir de los dieciocho años, sin 

distinción de ningún tipo. 

 

Se trata de un servicio remunerado, pues contiene un repertorio de derechos y beneficios a 

fin de atender sus necesidades y facilitar su crecimiento profesional y personal. Al margen 

de su vocación defensiva, el Servicio Militar establece un puente entre la persona y el Estado, 

pues  acarrea tareas  de ayuda social  y  humanitaria en  lugares  vulnerables  y  por ende 

acrecienta el Estado en el territorio nacional. 

 

En Colombia, según Charry (2022), el servicio militar es de carácter constitucional, puesto 

que el artículo 216 de su Constitución establece que todos los ciudadanos deben tomar las 

armas en defensa de la soberanía nacional y el orden institucional, cuando se requiera. La 

Corte Constitucional ha sostenido que dicha obligación no tan sólo es legal, sino que 

proviene de los deberes fundamentales de los ciudadanos con respecto al Estado. 

 
Desde la jurisprudencia se entiende que el legislador tiene la competencia para establecer 

excepciones y beneficios en relación al servicio militar, así como para reglamentar institutos 

como en el caso de la objeción de conciencia, que resulta de una interpretación armónica de 

los derechos a la libertad de conciencia y de cultos. Sin embargo, Charry sostiene que no se 

puede considerar a la paz como un reemplazo del servicio militar obligatorio, puesto que 

ambos son deberes constitucionales diferentes; a su juicio, promover el servicio social para 

la paz como una alternativa al servicio militar debe ser entendido como una forma que puede 

debilitar la propuesta de establecer las tradicionales funciones de defensa nacional. 

 
En México, el Reglamento de la Ley del Servicio Militar (1942), establece que el servicio 

militar tiene carácter obligatorio y de orden público y está dirigido a todos los ciudadanos 

que resulten aptos para ello, ya que deberán participar activamente en la defensa de la propia



15  

soberanía nacional, de las instituciones del Estado y de los intereses de la patria. Este deber 

no solo tiene un aspecto jurídico, sino que también guarda relación con lo moral y lo cívico 

y el cumplimiento del mismo es una evidencia honorífica de la relación del individuo con la 

Nación. 

 

El reglamento establece que este servicio se debe prestar personalmente a la obligación sin 

poder eludir el mismo mediante el pago, la sustitución o la delegación. Además, cada una de 

las generaciones de jóvenes que fueron convocadas se agrupan en clases anuales y deben ser 

integradas al Ejército o la Armada Nacional de acuerdo a las capacidades que se tengan y 

con respecto a las necesidades institucionales (lo cual demuestra la función institucional que 

tiene el mismo dentro del aparato estatal de defensa). 

 

Es así que, considero que el servicio militar constituye una voluntad ciudadana e incluso una 

acto civico-patriota constitucional con una base jurídica, que supera el mero servicio de llevar 

armas, ya que se erige en un compromiso activo con el Estado en cuanto a la defensa, el 

apoyo social y el propio desarrollo. Cuando reviso distintas regulaciones legales advierto 

que, si bien su obligatoriedad es una constante, su sentido cambia según la lógica del país de 

que se trate. En esa línea, creo que es preciso que este servicio se lleve a cabo con pleno 

respeto a los derechos fundamentales, buscando una necesaria moderación entre la exigencia 

del Estado y la dignidad de la persona que ejerce el servicio. 

 

1.2.3. Servicio Militar Voluntario 
 

 
 

De acuerdo a la información brindada por del Ministerio de Defensa (2019), el Servicio 

Militar Voluntario te permite ejercer tu derecho y deber constitucional de participar en la 

Defensa y Desarrollo Nacional del país.  Específicamente, el Servicio Militar Voluntario 

está amparado en la Ley 29248 y te permite ejercer tu derecho y deber constitucional como
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peruano de participar en la Defensa Nacional a través de la Marina de Guerra del Perú, Fuerza 

Aérea del Perú o Ejército del Perú. 

 

Acerca de este concepto, Morales (2022), agrega que es un tipo de participación activa en el 

que ciudadanos peruanos de 18 a 30 años de edad pueden ejercer libremente su vocación de 

servicio a la Nación; se expresa categóricamente la prohibición del reclutamiento forzado y 

garantiza el carácter en el que esta modalidad de participación cívica es volitiva. 

 
El SMV puede prestarse tanto acuartelado como semiacuartelado, con una duración de 

incorporación que va desde un mínimo de 12 meses a un máximo de 24 meses. Su finalidad 

no es solo la función militar, sino que también pretende promover los valores cívicos como 

el respeto a los demás, la solidaridad, la disciplina, promover la alfabetización en 

coordinación con el Ministerio de Educación y apoyar socialmente. 

 
Los que prestan el SMV cumplirán el régimen legal y disciplinario que se les ha exigido a 

todas las Fuerzas Armadas. Los que no son seleccionados en el proceso de incorporación 

pasan a ser parte de la reserva militar y están sujetos a obligaciones y a sanciones en virtud 

de la normativa correspondiente. 

 

Nuevamente, el Ministerio de Defensa (2017), detalla que el Servicio Militar Voluntario es 

una forma muy válida en la que los ciudadanos pueden ejercer su derecho de cumplir con su 

deber constitucional de contribuir a defenderlo y desarrollarlo. Este servicio no sólo es una 

forma de prestar el servicio militar en las Fuerzas Armadas, sino que también conlleva 

múltiples beneficios educativos, económicos y sociales para los ciudadanos que lo prestan, 

favoreciendo la incorporación y permanencia del Servicio Militar Voluntario como una 

opción posible.
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Entre los principales beneficios están el acceso preferente a la educación técnico-productiva, 

las bonificaciones en los procesos de admisión a las escuelas de formación militar y policial, 

los descuentos en los eventos culturales y deportivos, y el acceso a la asistencia médica en 

el servicio que proporcionan diversas instituciones, etc. Una vez finalizado el servicio, los 

licenciados pueden recibir bonificaciones adicionales para ingresar al sector público, acceder 

a la Beca 18, obtener facilidades en los créditos, preferencias en los programas de vivienda, 

y en la adjudicación de tierras; se convierte en facilitador para la inclusión social y el 

desarrollo personal. 

 
Tras haber analizado el Servicio Militar Voluntario, opino que es una forma válida de acatar 

el deber que los ciudadanos tienen con la patria; me parece muy significativo comprobar que 

esta fórmula no sólo tiene un objetivo militar, sino también civil, propugna la inclusión social 

y el desarrollo personal. A mi juicio, el SMV es una oportunidad para el crecimiento de 

muchos jóvenes peruanos, ya que ofrece beneficios sociales, educativos y económicos; 

además, al estar claramente desvinculado de la conscripción, garantías que determina sin 

ninguna duda el respeto de los derechos mínimos, ya que esto refuerza la asociación 

ciudadana, defensa y desarrollo del Perú. 

 
1.3. Deserción 

 

 

1.3.1. Deserción como delito 
 

 
 

La deserción, según Cancapa (2021), considerada como delito funcional en el contexto del 

Fuero Militar Policial, sería el comportamiento de un elemento de la Fuerza Armada o de la 

Policía Nacional que incumple dolosamente la obligación de permanecer o volver a la 

Unidad  después  de  un  tiempo  de  franco,  permiso  o  licencia.  Esta  contravención
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preferentemente se da de forma mayoritaria en el personal de tropa, específicamente en los 

jóvenes en la transición por la adaptación al régimen militar. 

 

Desde la exactitud técnica y la cuestión de la jurisprudencia, la deserción es calificada como 

una infracción muy grave al deber que implica la disciplina y la continuidad del servicio. De 

acuerdo con el artículo 105 del Código Penal Militar Policial, la deserción también se expresa 

en varias modalidades, siendo la forma mínima, aquella en la que se tiene el abandono 

injustificado del lugar de destino. Toda esta conducta, además de menoscabar la operatividad 

institucional, significa una cierta tensión entre las exigencias del ambiente militar y la 

madurez psicosocial de quienes se incorporan al servicio militar, de manera particular cuando 

los aspectos formales de los valores de compromiso y responsabilidad no se han desarrollado 

plenamente. 

 

Como crítica ante esta figura, Cueva & Loza (2022), concluyen en su artículo de 

investigación, que la deserción, como comportamiento del componente militar o policial que 

deja de presentarse al servicio con una falta de justificación se encuentra tipificada en el 

artículo 105 del CPMP. A este delito se le ha puesto en tela de juicio porque contradice uno 

de los supuestos del principio de la mínima intervención del Derecho Penal, al tiempo que 

castiga comportamientos exclusivamente vinculados al ejercicio de la función militar que en 

época de paz podían ser reprimidos con la jurisdicción ordinaria. 

 

Desde la mirada garantista se sostiene que los delitos militares, la deserción entre estos, 

deben ser tipificados exclusivamente en el contexto de guerra. Una institución del Estado, el 

Estado de Derecho, debe tener un Derecho Penal restringido y excepcional, evitando así usos 

excesivos del mismo que comprometan derechos civiles o propicien actuaciones arbitrarias 

disminuyendo la legitimidad del propio sistema sancionador.
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Según el autor Carlos Delgado (2023), este acto es una falta de experiencia y evasión que 

sucede en la juventud, por diferentes razones como tener la familia lejos o incluso un 

problema de falta de adaptación a la vida militar. Sea cual sea la causa, cuando te imputan 

un delito por deserción o abandono de destino te preocupa no saber cómo minimizar sus 

consecuencias y demostrar que hay una causa que lo justifique. 

 
A mi entender, la deserción no sólo es un comportamiento tipificado como un delito en 

cuanto a lo militar, sino que también es una fuente de tensión real entre las exigencias de la 

institución desde una concepción tal como los jóvenes tienen de su incapacidad para seguir 

el proceso de adaptación. Y lo entiendo así, ya que, aunque la disciplina deba ser mantenida, 

lo que resulta entendible también es el cuestionamiento de su tratamiento penal durante 

períodos de paz, dado que a través de ello pueden llegar a ser negados principios que podría 

definir como básicos bajo el derecho penal garantista. 

 

De aquí que la deserción sea un comportamiento que deba revisarse desde una perspectiva 

más humana en la que las causas que pueden llevar a la misma sean tenidas en cuenta antes 

de la imposición de posibles sanciones drásticas. 

 

1.3.2. Tipo penal de la deserción 
 

 
 

El tipo penal de la deserción, en su modalidad más básica lo desarrolla Cancapa (2021), 

señala que se produce cuando una persona que es un miembro activo de las Fuerzas Armadas 

o de la Policía Nacional se ausenta sin autorización, de la Unidad, Base, Buque o 

establecimiento donde lleva a cabo las respectivas labores de trabajo o que su ausencia sea 

definida por la norma; para que esta conducta se produzca también se requiere el elemento 

del   componente  volitivo   del   sujeto   que  se  sustraía,  de  forma  definitiva  de  las
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responsabilidades incumbidas, lo que debe ser evaluado de acuerdo al comportamiento y 

actitud en el que posteriormente incurre el agente. 

 

Desde el punto de vista de la estructura del tipo penal, el sujeto pasivo de este tipo penal es 

el Estado, representado institucionalmente por las instituciones armadas o policiales, siendo 

el bien jurídico protegido la calidad del servicio institucional; la afectación del bien jurídico, 

el servicio institucional, se dará bajo el impacto de una interrupción de la estructura y 

funcionamiento de la forma de operar, de la línea de mando y de la capacidad funcional. 

 

Asimismo, el delito solamente se configura en coacción y requiere la interpretación de lo que 

era el ánimo de sustracción en atención al contexto en el que se produjo el hecho. Desde el 

punto de vista de los términos dispuestos en la norma, la comprensión de estos términos no 

es en absoluto ardua, ya que son de uso común en la vida de las Fuerzas Armadas y la Policía 

Nacional, por lo que no se aprecian inconvenientes interpretativos para quienes conocen el 

entorno de los militares o de los policías. 

 

Sucari (2025), encuadra aquí el tipo penal de deserción referida a la cuestión del personal 

militar y policial, y específicamente en el caso de la tropa, como unos de los delitos de 

función que se dan, ya que su naturaleza tiene que ver con el tipo de actividad castrense. Una 

correcta delimitación exige la identificación del bien jurídico protegido (el servicio de 

seguridad) y cuáles son las conductas que se dan para poder dar lugar a su violación. 

 
Si el juzgador no da el adecuado marco de fundamentación jurídica al momento de enmarcar 

este delito puede dar lugar a generar inseguridad jurídica o bien violar principios como la 

garantía del debido proceso, el principio de previsibilidad de las decisiones judiciales o el 

principio de la tutela jurisdiccional efectiva. Sabido es que, es una forma de Derecho Penal 

de última ratio; exigir la aplicación del tipo conlleva un excesivo rigor argumentativo pues



21  

las sanciones van desde la inhabilitación hasta la privación de libertad, indicando por tanto 

que hay que poner un acento que debe quedar claro en virtud de cuáles son los límites que 

delimitan cuándo se da una conducta o no parecida a este tipo penal. 

 

En la Ley Penal Militar (2008), en su artículo 106, determina la deserción agravada, como 

el delito que se comete cuando el militar o la policía, abandonan el lugar que le corresponde 

(Unidad o destino), cuando el militar, policía o agente abandona su puesto de trabajo estando 

de servicio o cuando se infringe la prohibición de circular correctamente y careciendo de 

excusa o ello configura deserción si se comete durante el enfrentamiento armado o durante 

la presencia del enemigo o cuando la deserción se da conjuntamente con la sustracción de 

material militar, armas, municiones o vehículos oficiales. 

 

La pena fijada para este delito es de cuatro a ocho años; incluso, por los ejemplos antedichos 

de deserción, diez a quince años, y que se establece la inhabilitación para y una agravación 

de pena de dos años en caso que el autor sea un oficial, queriendo expresar el interés del 

Estado de garantizar la disciplina y la operatividad de las instituciones armadas en 

situaciones de emergencia. 

 

El análisis del tipo penal de la deserción nos conduce a pensar que dicho tipo penal persigue 

la protección de la continuidad e idoneidad del servicio de las Fuerzas Armadas y la Policía, 

con lo cual se debe sancionar el abandono injustificado del deber. Ahora bien, creo que la 

aplicación de dicho tipo penal requiere un criterio estricto, podemos pensar que, dado que 

estamos ante un delito de función, ante una interpretación incorrecta de dicho tipo penal 

puede generarse inseguridad jurídica y puede vulnerarse derechos fundamentales. De ahí que 

considerar fundamental determinar claramente los elementos del tipo penal, lo que permite 

la utilización, lógicamente proporcional y justificada, del Derecho Penal.
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1.3.3. Dogmática penal del delito de deserción en el personal voluntario 
 

 
 

Sucari (2024), indica que la dogmática penal establece reglas y principios para determinar 

el bien jurídico protegido el cual constituye un aspecto abstracto normativo tutelado por la 

norma penal; en el ámbito castrense este concepto se vincula con la relevancia social y la 

necesidad de protección del interés lesionado el cual no debe ser satisfecho por otros medios 

de defensa fuera de la sanción penal; dentro de esta estructura el delito de función requiere 

que la conducta ilícita sea cometida por un militar o policía en actividad y que atente contra 

bienes relacionados con la operatividad y funciones de las instituciones armadas. 

 
En el caso específico del personal de tropa voluntario el delito de deserción se tipifica cuando 

el sujeto no se presenta a su unidad tras el vencimiento de un franco permiso o licencia; la 

naturaleza jurídica de este ilícito se asocia al servicio de seguridad el cual se define como la 

confianza y tranquilidad de los integrantes de una dependencia basada en la previsión de 

riesgos; no obstante, el análisis dogmático advierte que la aplicación de esta figura al personal 

voluntario es cuestionable debido a que estos ciudadanos no mantienen una relación laboral 

directa ni funciones específicas como los oficiales o suboficiales. 

 
La deserción, Cabellos (2022), lo entiende como el abandono del deber por parte de cualquier 

integrante de las Fuerzas Armadas; en el ámbito del derecho militar, esta conducta es 

considerada un ilícito penal que puede acarrear sanciones severas según el contexto de cada 

país; el objeto jurídico que se busca proteger mediante la tipificación de este delito es la 

Defensa Nacional; no obstante, existe un debate sobre su legitimidad en tiempos de paz, ya 

que algunos análisis sugieren que no resguarda bienes jurídicos propios de las instituciones 

castrenses señalados en la Constitución.
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La configuración de esta falta en el personal de tropa suele estar vinculada a factores externos 

y situaciones personales que presionan al individuo a alejarse del servicio; entre estas causas 

se identifican problemas de salud mental, maltrato psicológico y la falta de incentivos reales 

en los beneficios ofrecidos por la institución; por ello, se plantea que la intervención de la 

justicia militar para sancionar la ausencia del personal voluntario podría resultar excesiva; 

en su lugar, se sugiere el uso de regímenes disciplinarios internos como medios alternativos 

para sancionar el ausentismo 

 
Según Cueva y Loza (2022), la deserción representa el quebrantamiento más severo de los 

deberes de servicio en el ámbito militar; desde una perspectiva dogmática, no se trata 

simplemente de una ausencia injustificada, sino de una deslealtad institucional que pone en 

riesgo la operatividad y la seguridad del Estado. 

 

El Código Penal Militar Policial de Perú, en su artículo 105, establece que incurre en este 

delito el militar o policía que abandona su unidad, buque o base con el ánimo de sustraerse 

definitivamente del servicio. 

 

1.3.3.1. Estructura Típica y Elementos Objetivos 
 

 
 

Cancapa (2021), indica que la configuración del tipo penal requiere un análisis 

pormenorizado de sus componentes; el sujeto activo es calificado, limitándose a militares y 

policías en situación de actividad, incluyendo oficiales, suboficiales y personal de tropa; la 

conducta consiste en el abandono físico del puesto o el incumplimiento de la orden de 

presentación tras una licencia o misión. 

 
Hurtado (2015), en términos de derecho comparado, la legislación colombiana bajo la Ley 

 
1407 de 2010 (Art. 109) introduce un criterio de temporalidad específico, sancionando la 

ausencia por más de cinco días consecutivos; por el contrario, la normativa chilena (Decreto
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2226) utiliza un sistema de listas consecutivas, donde faltar a ocho listas constituye deserción 

para la tropa; esta diferencia de criterios refleja cómo cada Estado pondera la urgencia de la 

presencia física frente a la continuidad del servicio. 

 

1.3.3.2. Bien jurídico en el servicio voluntario y causas/factores de deserción 
 

 
 

Uno de los debates más intensos en la dogmática actual es la identificación del bien jurídico 

protegido en la deserción del personal voluntario. Sucari (2025), sostiene que la falta de 

motivación sobre el bien jurídico lesionado en las sentencias genera una afectación 

desproporcionada a los derechos de los voluntarios. 

 
El bien jurídico tradicionalmente invocado es el servicio de seguridad y la disciplina, este 

concepto abstracto busca resguardar la confianza y la tranquilidad tanto de los jefes como 

de los integrantes de una Unidad o instalación militar, basándose en la convicción de que no 

existen peligros gracias a las medidas adoptadas para prevenir riesgos en el personal o 

equipo; sin embargo, la aplicación automática de la pena a jóvenes que ingresaron 

voluntariamente y que desertan por factores socioeconómicos o maltrato sugiere una colisión 

con el principio de mínima intervención penal; la investigación, tras analizar 830 sentencias, 

concluye que la punición excesiva de la deserción voluntaria en tiempos de paz a menudo no 

protege un interés militar real que no pueda ser gestionado por la vía administrativa. 

 
Dentro de la doctrina y la jurisprudencia militar, se interpreta que este servicio de seguridad 

tiene un vínculo directo con las funciones constitucionales de las Fuerzas Armadas; por ello, 

su protección está orientada a evitar que se ponga en riesgo la existencia, organización, 

operatividad y cumplimiento de los fines institucionales; en el caso del personal de tropa, la 

lesión a este bien jurídico suele ser cuestionada en investigaciones académicas debido a que
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este  personal  no  cumple funciones  directas  de  mando ni  responsabilidades  operativas 

complejas similares a las de oficiales o técnicos. 

 

Mendoza (2023), señala que existen múltiples elementos que impulsan al personal de tropa 

a abandonar sus deberes militares, destacando principalmente las carencias en el ámbito 

socioeconómico y cultural, así como factores de índole individual y familiar; la investigación 

señala que la falta de oportunidades de crecimiento personal y profesional, sumada a la 

carencia de incentivos dentro de la vida castrense, motiva la comisión de este delito; 

asimismo, influyen situaciones críticas de riesgo como la dificultad para adaptarse al estilo 

de vida militar, la búsqueda de autonomía personal y la presión por cubrir las necesidades 

económicas de sus familias debido a que las asignaciones recibidas son insuficientes. 

 

Respecto a las consecuencias, la deserción genera un impacto negativo directo en la 

soberanía y la defensa nacional, al dejar desprotegidos puntos estratégicos y zonas fronterizas 

del país; además del debilitamiento de la seguridad, el infractor enfrenta repercusiones 

jurídicas severas, que incluyen sanciones administrativas como la baja por medida 

disciplinaria y procesos judiciales en el fuero militar policial; estas medidas legales pueden 

derivar en penas privativas de libertad de hasta cuatro años y la obligación de pagar 

reparaciones económicas a favor del Estado. 

 
Cabellos (2022), acota que la comprensión dogmática del delito no puede estar disociada de 

la realidad empírica de quienes lo cometen, el autor incluso luego de su investigación, cita 

que algunos autores llegan incluso a proponer la despenalización de la deserción en tiempo 

de paz, argumentando que en una república democrática el respeto por la dignidad de la 

persona debe primar sobre una concepción punitivista del servicio militar.
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Esta visión sugiere que la deserción en el servicio voluntario debería ser tratada 

predominantemente como una infracción administrativa, reservando el derecho penal para 

situaciones de conflicto armado o peligro real para la seguridad nacional. 

 

1.3.4. La relación especial de sujeción en el servicio militar voluntario 
 

 
 

Ramírez (2009), indica que la relación de especial sujeción que vincula al personal del 

servicio militar con la institución no se desarrolla en un espacio ajeno a la legalidad sino que 

se encuentra plenamente integrada en el ordenamiento jurídico; este vínculo implica que el 

ciudadano bajo bandera no pierde su condición de sujeto de derechos al ingresar a la vida 

castrense; por el contrario, la administración militar debe actuar siempre bajo el imperio de 

la ley garantizando que el estatus del uniformado esté protegido por las normas vigentes del 

Derecho. 

 
Dentro de este marco cualquier limitación que se imponga a la libertad personal o a la 

intimidad del militar debe estar rigurosamente justificada por los fines del servicio; estas 

restricciones no pueden ser arbitrarias pues su validez depende directamente de que sean 

proporcionales a las necesidades operativas de la institución; de este modo se asegura que la 

disciplina y las exigencias del ámbito militar convivan de forma equilibrada con el respeto 

a las facultades individuales que el Derecho reconoce a cada integrante. 

 
El Consejo de Estado de Colombia (2015), menciona que existe una distinción fundamental 

en la intensidad de la RES según la modalidad de ingreso al servicio; la jurisprudencia del 

Consejo de Estado de Colombia aclara que el Estado asume una posición de garante respecto 

a los conscriptos de una manera más exigente, ya que ha doblegado su voluntad para 

obligarlos a prestar el servicio.
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Por el contrario, el personal que ingresa voluntaria o profesionalmente asume los riesgos 

propios de la actividad militar de manera consciente; sin embargo, la RES en el personal 

voluntario se considera intensificada en términos de deberes operativos y éticos. 

 

Según Santivañez (2020), esta vinculación obliga al militar a orientar toda su actuación a los 

principios del poder público, bajo amenaza de sanciones disciplinarias y penales más severas 

que las del funcionario civil común; la relación especial de sujeción se caracteriza por una 

subordinación reforzada donde el sujeto se somete voluntariamente a un régimen de 

obediencia y disciplina específico; bajo esta condición, el servidor acepta un marco de 

deberes, prohibiciones e incompatibilidades que conllevan una restricción o modulación de 

sus derechos fundamentales; dicha estructura es necesaria para garantizar el funcionamiento 

normal y eficiente del servicio público, otorgando a la administración poderes 

extraordinarios  que no  se encuentran  en  las  relaciones  comunes  entre  el  Estado y  el 

ciudadano. 

 
Esta figura dogmática habilita la potestad disciplinaria del Estado para investigar y sancionar 

conductas típicas dentro de las instituciones; en el ámbito militar y policial, la sujeción 

implica que el personal debe soportar cargas personales forzosas y limitaciones en sus 

libertades en favor del orden institucional; asimismo, este vínculo excluye la intervención 

directa del poder jurisdiccional en la determinación de la responsabilidad disciplinaria, pues 

los jueces solo pueden realizar un control de legalidad sobre los actos administrativos; en 

consecuencia, la relación de sujeción justifica el ejercicio del poder punitivo administrativo 

para asegurar que se cumplan los objetivos políticos y misionales de la entidad estatal.



28  

Tabla 1 
 

Dimensiones del Servicio Militar 
 

 
 

Dimensión 

 

Servicio Militar Obligatorio 

 

Servicio Militar Voluntario 

 

Origen del Vínculo 
 

Mandato Constitucional 

 
(coacción lícita). 

 

Decisión voluntaria / Contrato 

administrativo. 

 

Asunción de Riesgo 
 

El Estado responde por riesgos 

anormales. 

 

El sujeto acepta los riesgos 

inherentes a la profesión. 

 

Intensidad de la RES 

 
 
 
 

Basada en la custodia y 

Basada en el compromiso 

profesional y jerarquía. 

  

cuidado del ciudadano. 
 

 

Protección de 

 
Derechos 

 

Deber positivo de protección 

extrema por parte del Estado. 

 

Modulación de derechos 

basada en la función 

profesional. 

 

Nota. Elaboración propia a partir de (Santivañez, 2020), y de las sentencias del (Consejo de 

 
Estado de Colombia, 2015). 

 

 
 

La relación de sujeción intensificada en las instituciones armadas para Reyna (2023), no 

implica que el personal militar deba renunciar a sus derechos fundamentales básicos, como 

la dignidad y el libre desarrollo de la personalidad; estos atributos son inherentes a la 

condición humana y resultan indispensables para que el individuo pueda autodeterminar su
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proyecto de vida y sus preferencias afectivas según su propia voluntad; si bien los miembros 

de las Fuerzas Armadas aceptan ciertas restricciones operativas al incorporarse al servicio, 

esto no justifica la supresión de derechos inalienables e intangibles bajo el pretexto de 

preservar la disciplina y la obediencia jerárquica. 

 

Cualquier limitación impuesta por el Estado a través de cláusulas de sujeción debe dirigirse 

exclusivamente al ejercicio de la función constitucional asignada, sin afectar la facultad 

natural de decidir con quién establecer un vínculo sentimental; la protección del ser humano 

es el fundamento del ordenamiento jurídico, por lo que el derecho al desarrollo personal actúa 

como un límite frente a normas disciplinarias que califiquen las relaciones afectivas entre 

distintas categorías militares como conductas impropias; por ello, las restricciones que 

impiden la libre elección de pareja y la formación de una familia atentan contra la majestad 

de los derechos esenciales que el Estado debe garantizar. 

 
1.3.5. Límites constitucionales a la potestad punitiva del fuero militar 

 

 
 

La justicia militar es, por definición constitucional, una jurisdicción excepcional y restrictiva; 

el artículo 139 de la Constitución de Perú establece la unidad de la función jurisdiccional, 

permitiendo al Fuero Militar actuar únicamente en casos de delito de función, cometidos por 

sus miembros 

 
La Defensoría del Pueblo (2003), en uno de sus informes indica que el ejercicio del poder 

punitivo o ius puniendi del Estado se encuentra condicionado por parámetros formales y 

sustanciales derivados de la Constitución; en el ámbito castrense, esta potestad se rige por 

un Programa Penal de la Constitución, el cual establece que los derechos humanos son el 

referente ineludible para fundamentar y limitar la acción penal; dentro de este marco, la 

justicia  militar  se  configura  como  una  especialidad  excepcional  y  restrictiva,  cuya
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competencia material está estrictamente vinculada a la protección de bienes jurídicos 

institucionales propios de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional. 

 

El delito de función constituye la regla esencial de atribución de competencia que impide la 

expansión indebida del Fuero Militar hacia el ámbito ordinario; de acuerdo con el criterio 

material, para que un hecho sea calificado como tal, debe existir una vinculación directa entre 

la conducta del agente y el cumplimiento de los fines constitucionales de las instituciones 

armadas, como garantizar la soberanía o el orden interno; bajo esta premisa, quedan 

excluidos de la jurisdicción castrense los delitos que afecten bienes jurídicos individuales y 

cualquier acto cometido por civiles o militares en situación de retiro, dado que estos sujetos 

no ejercen una función militar activa. 

 

Villegas  (2023),  señala  que el  sistema procesal  militar peruano  presenta una omisión 

normativa crítica en su etapa intermedia al no incluir la facultad del procesado para solicitar 

el sobreseimiento; mientras que el marco legal ordinario permite que la defensa plantee esta 

figura para finalizar el proceso sin ir a juicio, el Código Penal Militar Policial limita las 

acciones del defensor a objeciones formales o excepciones; esta ausencia de regulación 

genera una disparidad entre el poder persecutor del fiscal y las herramientas del investigado, 

quien queda imposibilitado de proponer una conclusión directa del caso basada en la falta 

de pruebas o atipicidad del hecho. 

 

Dicha carencia legislativa se traduce en consecuencias jurídicas negativas que afectan pilares 

fundamentales del ordenamiento constitucional como la igualdad de armas y el derecho a la 

defensa eficaz; el procesado en el fuero militar sufre una transgresión a su estatus jurídico al 

no contar con mecanismos equilibrados frente a la acusación estatal, lo que impide una 

protección real de sus intereses; al ser la justicia militar una expresión del poder punitivo,
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debe someterse a los límites del garantismo procesal, asegurando que la falta de un texto 

expreso no devenga en la indefensión del miembro de las fuerzas del orden. 

 

1.4. Multa 
 

 
 

Conforme lo que establece el Ministerio de Economía y Finanzas (2023), se consideraría a 

las multas que son aquellas sumas de dinero que los tribunales judiciales pueden sentenciar 

a un empleador o trabajador, a pagar por un delito, luego de ganado un juicio. De igual forma, 

la sanción administrativa o penal que consiste en la obligación de pagar una cantidad 

determinada de dinero. 

 
Merino (2021), define a la multa como la pena de carácter pecuniario que consiste en la 

obligación impuesta al reo de pagar una determinada cantidad de dinero en relación con el 

delito cometido, actuando como un daño sobre dicho patrimonio, como consecuencia de la 

pena impuesta. Su gravedad se relaciona con la duración, considerándose leve o menos grave, 

salvo en el caso de que la multa sea proporcional, en cuyo caso la multa siempre es menos 

grave, esta pena podrá coincidir o no con penas únicas o formar parte de una pena compuesta 

o punitiva en alternativa a otras penas, especialmente a las de corta duración. 

 
No cabe duda de que actualmente la pena de multa cobra especial importancia como pena 

preferente sobre la privativa de libertad, y más en relación con los delitos que comporten 

penas de menos de dos años de prisión de una manera acorde a un modelo penal reinsertivo. 

Se aprecian los beneficios que aporta, por ser adaptativa al perfil del condenado, por ser 

menos desocializadora (los condenados no pierden contacto con su entorno) y por ser 

económicamente menos costosa para el Estado. Pero también existen críticas contra esta 

sanción, siendo la más importante la desigualdad, su aplicación es desigual en función de las
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capacidades económicas de los condenados y de una eficacia disuasoria también inferior a 

la prisión. 

 

Por otro lado, Higa & Sigueñas (2024), comentan que la multa, como mecanismo 

sancionador, deben ir acompañadas de un sistema de cálculo que ajuste su aplicación a la 

objetividad, la proporcionalidad y la previsibilidad. Para ello, el sistema de cálculo que 

contenga, tendrá que tener en cuenta las variables del sector al que se refiere (es decir, la 

normativa existente, si el nivel de información es suficiente, la cultura del propio sector, 

etc.). De este modo, el importe que se espera como multa será el resultado de las condiciones 

del entorno, ayudando así a la legitimidad y la eficacia de la multa. 

 

Dado que cada sector tiene su propia dinámica, un modelo de cálculo único no sería 

suficiente. La imposición de la sanción económica en forma de multa debe responder a 

criterios técnicos y concretos que aseguran una respuesta justa y acorde a los fines 

normativos perseguidos. En este sentido, el sistema de cálculo de las multas que está bien 

diseñado, no solo sanciona de forma correcta, sino que genera y favorece el cumplimiento 

normativo mediante una disuasión adecuada y razonable, condicionada a la particularidad 

del sector en el que se aplique. 

 

Una vez expuestas las diferentes concepciones doctrinales y normas vinculadas con la multa, 

me ocupo en argumentar a que esta pena pecuniaria ofrece una alternativa o sustitutoria, 

relevante a la pena privativa de libertad, sobre todo en cuanto a delitos menos graves. En lo 

que a mí respecta, creo que se producirá una respuesta penal menos desocializadora y más 

distribuidora de acuerdo con el principio de reinserción y, además, menos costosa para el 

Estado. Me parece que un sistema de cálculo bien construido puede ayudar mucho a 

legitimizar, a hacer más equitativa y a aumentar la eficacia de la sanción.
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1.5. Soberanía 
 

 
 

Según el autor Kaiser (2019), la soberanía es uno de los principios cardinales de la teoría del 

Estado. La soberanía de los Estados denota el derecho legal inalienable, exclusivo y supremo 

de ejercer poder dentro del área de su poder. El ejercicio de los poderes soberanos en la esfera 

nacional comprende los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, en relación a las personas 

físicas y morales. 

 
La soberanía se entiende para Correa (2000), como la capacidad fundamental del Estado para 

ejercer poder tanto en su territorio nacional como en el ámbito de su relación con el resto de 

los sujetos del Derecho Internacional. Dicha capacidad puede tener un significado diferente 

en los diferentes planos: exteriormente, en el sentido de autonomía con respecto a otros 

Estados; interiormente, en cuanto a la facultad para dictar leyes en el interior de su territorio 

nacional; y de manera territorial, en lo que respecta a tener el dominio sobre el propio espacio 

geográfico. 

 
A pesar de que la soberanía ha sido matizada por la evolución del Derecho Internacional y 

por el surgimiento de nuevos entes globales, sigue siendo completamente necesaria para que 

el Estado moderno pueda existir. Sí que hay quienes sostienen que ha llegado a su fin en el 

ámbito económico o el de derechos humanos, pero esta opinión es prematura. La soberanía, 

aun siendo hoy día mucho más limitada en su ejercicio, continúa siendo precisamente la base 

que permite a los Estados gobernarse a sí mismos y actuar en nombre y representación de 

sus pueblos ante el sistema internacional. 

 
Para Ríos (2017), la soberanía implica la capacidad última y autónoma del Estado para 

definir su estructura política, elaborar o modificar su constitución, es así que, puede ejercer 

su autoridad en el ámbito interno y en el externo, y proteger a su población, su territorio y la
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autonomía de los poderes que la integran, no depende de ninguna otra autoridad ajena a la 

del Estado, lo que subraya la soberanía como un ámbito de poder interno puro y exclusivo. 

 

En términos de derecho público, la soberanía también es el poder originario, continuo e 

indivisible del Estado. A pesar de que su ejercicio pueda ser encomendado a varios Órganos, 

el poder soberano es un poder unitario, una única titularidad indivisible, con la posibilidad 

de ceder ciertas funciones a otros Órganos, todo ello dentro del marco constitucional. En 

resumidas cuentas, podemos tildar al principio de soberanía como fundamento del poder del 

Estado, garantía de su existencia jurídica y política. 

 

Como resultado de este análisis he podido entender que la soberanía continúa siendo uno de 

los pilares del funcionamiento del Estado, aunque ello haya sido puesto en cuestión por la 

política internacional  y  la globalización;  y  que,  en  mi  opinión,  dicho  principio  sigue 

otorgando validez y legitimidad al poder del Estado, tanto en el ámbito interno como externo, 

y en consecuencia posibilita al Estado actuar a su respecto y frente a la comunidad 

internacional; de tal manera que aunque se vea limitada o compartida en su ejercicio en 

determinados espacios geográficos o políticas, la soberanía puede seguir teniendo validez 

como la base jurídica y política que garantice la libertad política de los pueblos y la 

organización constitucional del Estado. 

 
1.6. Integración Territorial 

 

 
 

Para el autor Paoloni (2021),   la integración territorial puede proporcionar a sus 

características físico naturales y al control interno, que las ciudades pueden ejercer sobre él; 

la integración social entre ellas, la necesidad de homogeneizar la formación de los individuos 

y sus creencias, y reducir las diferencias que pudiese haber entre los grupos sociales; la 

integración  económica.  Conformar  un  único  sistema  económico  para  el  conjunto  del
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territorio del Estado; principio de equidad en las cargas fiscales; étnicas y culturales por decir 

homogeneizar las razas, las lenguas; hacer un país de productores y consumidores. 

 

La integración territorial para Casal (2022), es ejercida en los sistemas políticos federales o 

descentralizados, expresa la participación constatada de las entidades territoriales en la 

adhesión a la voluntad política del Estado determinada por la representación que tienen, 

éstas, en las cámaras altas del parlamento. Esta integración se produce mediante mecanismos 

institucionales que permiten, así, integrar la dimensión territorial a la formación de la 

voluntad política del Estado, a menudo mediante senados u órganos paralelos que tienen una 

estructura más reducida y menos fragmentada que las cámaras bajas. 

 

Para agregar un poco más, los autores mencionan que son tres los respectivos mecanismos 

de integración territorial: directo, indirecto y mixto, que determinarán la representatividad, 

así como las competencias que se asignan a la cámara alta. Así resuenan las voces entre el 

modelo de integración  directa que reafirma el  vínculo representativo de las entidades 

territoriales en países como Estados Unidos o Suiza; y aquéllos que pertenecen al modelo 

español o belga que prácticamente tienen asignadas a sus cámaras altas competencias o 

funciones concretas como las constitucionales o legislativas. Sin embargo, también se 

aprende o se percibe la naturaleza elitista que tienen muchos de estos órganos, pues su 

pertenencia está marcada por la exigencia de determinadas capacidades personales o 

políticas. Por último, hay que decir que se evidencia aquí como ciertos modelos, como el 

canadiense y el español, también contienen distorsiones que restan una verdadera 

representación territorial, concepto del que se puede derivar la necesidad de evaluar la 

efectividad práctica de estos modelos como una oportunidad de integración interterritorial. 

 
Esri Colombia (2024), comenta la integración territorial no significa simplemente articular 

físicamente  unos  ciertos  espacios,  sino  que  conlleva  el  transmitir  bienes,  servicios,
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información y oportunidades entre ciertos espacios y ciertas comunidades. Para lograr una 

mejor articulación territorial, es fundamental disponer de herramientas tecnológicas que 

fortalezcan la gestión pública a nivel local. 

 

Quiero añadir que, después de leer y asimilar todas las perspectivas sobre la integración 

territorial, me he dado cuenta de que la integración territorial va más allá de la pura dimensión 

física que une los espacios; desde mi punto de vista, integra y/o hace construir, en el territorio 

del Estado, una unidad social, económica, política y cultural. Me he dado cuenta de que los 

medios institucionales como la representación territorial en los parlamentos, así como los 

medios de tecnología y de gestión pública, son claves para reforzarla. Por otra parte, estoy 

convencido de que una integración territorial adecuada facilita, además de la propia cohesión, 

la equidad, el desarrollo equilibrado y una mayor legitimidad del Estado ante la ciudadanía. 

 
1.7. Defensa Nacional 

 

 
 

Con referencia al autor Edgardo Mercado (2020), se adecua que la Defensa Nacional es el 

conjunto de principios, normas, procedimientos, técnicas, instrumentos y elementos del 

Estado, cuya finalidad es garantizar la seguridad nacional, afirmando los derechos 

fundamentales y el estado constitucional de derecho, en el marco de una gestión pública 

moderna. 

 
La seguridad nacional implica la soberanía, independencia e integridad territorial, estado de 

derecho e intereses nacionales; así como la protección de las personas y los derechos 

humanos. 

 
Manrique (2019), define la Defensa Nacional como el conjunto de políticas, estrategias e 

instrumentos que persiguen hacer frente a aquellas amenazas que comprometan el desarrollo
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integral del país, ya sea por extensión a una parte del territorio, o en su conjunto, de modo 

tal que está fuertemente asociada al fortalecimiento del régimen democrático, la defensa del 

estado de derecho, de la identidad nacional y del desarrollo de lo científico-técnico. 

 

Con respecto a la concepción institucional, la Defensa Nacional involucra al público como 

a los privados, a la sociedad civil, a los centros educativos y a la ciudadanía en general; su 

ejecución ha de corresponder al Sistema de Defensa Nacional, habiéndose exigido a las 

entidades de la constitución de Oficinas de Seguridad y Defensa bajo control inmediato de 

la máxima autoridad, con el objetivo de elaborar y aplicar políticas eficaces que garanticen 

la protección del país y garantizar sus intereses. 

 

La Defensa Nacional es interpretada por Ferrer (2013), como un merecido conjunto de 

acciones estratégicas, que le ofrece el Estado a través de la intervención de los sectores 

público y privado, la sociedad, instituciones educativas y las Fuerzas Armadas que tienen la 

finalidad de proteger los intereses fundamentales del país. La Defensa Nacional se organiza 

a través del Sistema de Defensa Nacional, en el cual las entidades deberán contar con las 

oficinas a nivel de planificación y dirección bajo el mando de sus respectivas máximas 

autoridades. 

 

Desde esta perspectiva, la Defensa Nacional se justifica y fundamenta en los fundamentos 

del Estado-Nación materializándose mediante los objetivos permanentes como lo son el 

afianzar la soberanía, reforzar la identidad cultural, la integridad territorial y el desarrollo 

sostenible. Esos objetivos, que se puedan postular, están sujetos a la decisión política de cada 

uno de los diferentes gobiernos y constituyen el fundamento de las políticas que se 

constituyen en función del riesgo, la coordinación de los esfuerzos nacionales y la diversidad 

de los factores intervinientes desde el punto de vista de la seguridad individual y colectiva y 

el régimen democrático.
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Posteriormente de haber revisado los distintos modos de afrontar lo relacionado con la 

Defensa Nacional, debo decir que no se trata solo de una responsabilidad de las Fuerzas 

Armadas, sino que también constituye una tarea total, integral y estratégica del Estado. De 

la misma forma, entiendo la Defensa Nacional como la protección de la integridad del país 

y la seguridad, pero también como la defensa de valores democráticos, de derechos 

fundamentales, y también del desarrollo del país, entre otros aspectos. 

 
He llegado a concluir que esta tarea debe desarrollarse en todos los sectores del ámbito estatal 

de una forma coordinada y para siempre. De la misma forma, yo soy un convencido de que 

una concepción moderna de la defensa es aquella que conjuga la seguridad, la identidad 

nacional y la gestión pública eficaz. En efecto, pues todo ello se traduce en un aumento de 

la estabilidad del país. 

 
1.8. Sanción 

 

 
 

Según la autora Rosas (2021), quien precisa que las sanciones penales tienen una razón de 

ser, esto es, han sido creadas para cumplir ciertos fines, los mismos que muchas veces son 

dejados de lado a la hora de tipificar y sancionar las conductas delictivas. La función de la 

pena más allá de su conceptualización, cumple función de prevención general, pues tiene que 

ver con regular la convivencia en la sociedad, el funcionamiento social, la norma que lo 

permite. 

 
Para Pulido (2019), la sanción jurídica puede afirmarse que se define como aquella 

consecuencia que se encuentra prevista por el ordenamiento jurídico con carácter 

incentivador del cumplimiento de los deberes jurídicos, tal cosa es un sistema de motivación 

que el propio derecho utiliza para inducir el comportamiento de las personas en el sentido 

que nos marcan las normas, utilizando básicamente la coacción como mecanismo de presión.
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Coacción que no consiste solo en la utilización de la fuerza sino también en la idea de una 

posible aplicación de castigo por parte de quien lo ejerce, lo cual afecta a las decisiones de 

los ciudadanos, sin embargo, el autor advierte que sanción y coacción no son conceptos 

idénticos ni necesariamente relacionados; resulta un error exponer el funcionamiento de las 

sanciones conforme a una doctrina general de la coacción. Por tanto, la relación que el 

derecho y las sanciones tiene que ser analizada en su dimensión normativa y no en la 

dimensión de uso de la fuerza. 

 
La secretaria de la Contraloría General de la CDMX (2023), lo define como la consecuencia 

jurídica procedente del incumplimiento de una obligación impuesta por la norma, la cual no 

es automática, sino que se origina tras comprobarse la realización de una conducta que 

contraría un deber normativo por parte del sujeto. 

 

La sanción, entonces, aparece como la respuesta a un supuesto secundario, la infracción, y 

se deriva de una obligación impuesta que encuentra su base en un supuesto primario; es decir, 

la fatiga se me muestra como una reacción jurídica formal que se dicta desde una autoridad 

competente y que se activa únicamente cuando se infringe una determinada norma 

previamente dictada. 

 

A partir de la reflexión realizada, reconozco que la sanción no responde únicamente a un 

castigo, sino que se desvela como una de las exigencias legales que nos depara el propio 

derecho, puesto que su objetivo es garantizar el cumplimiento de una serie de normas; he 

comprendido que, aunque en muchas ocasiones a la sanción se le atribuya erróneamente que, 

conlleva asociarse directamente con la violencia, la sanción comporta un plano normativo 

que solo hará valer cuando exista un presupuesto de hecho que acredite la existencia de un 

acto del cual se puede deducir que ha llegado a producirse una infracción.
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Opino que esta diferenciación es básica, en tanto que el derecho actúa de un modo legal y 

racional, y que el hecho de que las sanciones no deviniesen meras manifestaciones arbitrarias, 

sino que se convirtiesen en meras manifestaciones justificadas. 

 

1.9. Análisis dialéctico entre disciplina militar frente a derechos fundamentales 
 

 
 

Barboza (2022), indica que la disciplina militar constituye un elemento esencial y amplio 

que integra el  conocimiento  y  cumplimiento  de las  obligaciones  propias  del  servicio, 

basándose fundamentalmente en la obediencia y el respeto irrestricto a los superiores en la 

escala jerárquica; este sistema normativo busca asegurar la unidad de acción y el 

cumplimiento de las misiones institucionales mediante el acatamiento voluntario de órdenes 

legales; no obstante, la aplicación de este régimen ético a través de la coacción puede poner 

en riesgo la autenticidad y dignidad de los sujetos, generando una tensión cuando la 

disciplina estrictamente vertical impacta en la esfera personal del efectivo. 

 
En esta relación dialéctica, los derechos fundamentales operan como límites externos a la 

potestad disciplinaria del Estado, impidiendo que la subordinación militar se convierta en 

una supresión de las garantías básicas del individuo. Aunque la condición profesional de 

militares y policías implica restricciones por la especialidad de sus funciones, este deber de 

obediencia no debe autorizar transgresiones a los derechos humanos; por ello, se hace 

necesaria una interpretación que armonice la operatividad de las instituciones armadas con 

el respeto a la libertad y dignidad, evitando que el poder discrecional de los mandos derive 

en actos arbitrarios o caprichosos. 

 
El autor Benalcázar, sostiene que la disciplina militar no debe entenderse simplemente como 

una imposición de fuerza, sino como un valor moral y funcional que otorga cohesión a las 

Fuerzas Armadas; en el marco de un Estado de derecho, esta disciplina encuentra su
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justificación en la misión constitucional de defensa, pero debe estar sometida a un régimen 

jurídico especial que no ignore la ética y el respeto a la normativa legal vigente. 

 

Por otro lado, se plantea que la disciplina actúa como un factor diferenciador entre una 

institución organizada y un mero grupo armado; esta naturaleza exige que la obediencia 

militar sea interpretada dentro de los límites del ordenamiento jurídico, asegurando que la 

estructura jerárquica no se convierta en un mecanismo de arbitrariedad, sino en una 

herramienta para el cumplimiento de los fines del Estado bajo el respeto a la dignidad 

humana. 

 

Presno (2003), analiza la doctrina de las relaciones especiales de sujeción, argumentando 

que, aunque el estatus militar permite ciertas restricciones a derechos fundamentales, estas 

no pueden ser absolutas ni arbitrarias; el análisis subraya que cualquier limitación debe 

cumplir con los principios de proporcionalidad y necesidad, respetando siempre el contenido 

esencial de los derechos que el militar posee como ciudadano en ejercicio. 

 

Asimismo, se destaca la importancia de establecer límites a los límites, lo cual implica que 

el legislador debe justificar rigurosamente por qué la disciplina requiere el sacrificio de un 

derecho; la dialéctica aquí se presenta entre la operatividad de la fuerza armada y la 

protección constitucional, sugiriendo que la disciplina solo es legítima cuando su aplicación 

no anula la condición de sujeto de derechos que tiene el personal castrense. 

 
Schmitt (2010), indica que el estudio explora el equilibrio dialéctico entre la necesidad 

militar y el principio de humanidad; se argumenta que el derecho no es un obstáculo para la 

función militar, sino un marco que equilibra las fuerzas opuestas del pragmatismo bélico y 

los estándares internacionales de derechos humanos, evitando que la urgencia de la misión 

justifique violaciones graves.
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Se concluye que cada regla en el ámbito militar constituye un compromiso dialéctico entre 

estas dos fuerzas; la disciplina, por tanto, no debe ser vista como una carta blanca para el 

mando, sino como una estructura que debe evolucionar conforme la sociedad y el derecho 

internacional demandan mayores estándares de protección para el individuo, incluso dentro 

de los entornos más jerarquizados y restrictivos. 

 
1.11. Marco Legal 

 

 

1.11.1. Nacional 
 

 

1.11.1.1. Ley 29248 del Servicio Militar 
 

 
 

En la Ley del Servicio Militar (2008), se consagra en su artículo 2 que el servicio militar 

constituye un derecho, así como un deber constitucional de los peruanos, ya que toda persona 

puede participar en la Defensa Nacional, a partir de los 18 años y sin distinción de sexo. Se 

concibe el servicio como una función personal retribuida, pero a la vez con beneficios 

dirigidos al desarrollo del ciudadano, además de reforzar su vínculo con el país y su 

responsabilidad pública, sobre todo cuando se trata de una amenaza a la seguridad pública o 

de una necesidad social. 

 
Por otro lado, el artículo 80 prevé las sanciones propias del Código de Justicia Militar Policial 

para toda persona que incurra en prácticas como la de reclutamiento forzoso, la deserción o 

la infidencia, y, al mismo tiempo, el artículo 79 prevé además que el pago de las multas no 

excluya de la denuncia ante el fuero común o militar y que los infractores que subsanen su 

situación de inmediato pueden acceder a descuentos de hasta el 50 % sobre la sanción 

respectiva. 

 
Considero importante este último artículo señalado porque establece que el pago de una 

multa no exime de la responsabilidad penal en casos de infracciones como la deserción. Esto
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refuerza la idea de que actualmente existe un doble régimen sancionador, incluso para el 

personal voluntario, lo cual resulta incompatible con su naturaleza jurídica no profesional ni 

permanente. 

 

1.11.1.2. Reglamento de la Ley 29248 
 

 
 

Reglamento de la Ley del Servicio Militar (1942), en su artículo 139, puntualiza con claridad 

que el pago de las multas impuestas es obligatorio, sin embargo, ello no exime al infractor 

de ser denunciado ante el fuero común o militar-policial, según la naturaleza de los hechos 

descritos. Además, en dicho artículo, se establece que la Oficina Central de Registro Militar 

perteneciente al Ministerio de Defensa es la encargada para la elaboración y la propuesta de 

la escala de descuentos de las multas las cuales serán aprobadas mediante la correspondiente 

Resolución Ministerial. 

 
Por su parte, el artículo 140 del reglamento reitera expresamente que la conducta de los 

miembros de las Fuerzas Armadas que participen en actos del tipo reclutamiento forzoso, 

deserción o infidencia serán sancionadas conforme se establece en el Código Penal Militar 

Policial y Ley del Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas y su reglamento, 

reafirmando la radicalidad de estas conductas en la carrera castrense. 

 
1.11.1.3. Decreto Supremo N° 003-2013-DE. 

 

 
 

El Ministerio de Defensa presenta el DS que aprueba el reglamento de la Ley Nº 29248 

(2013), y en su Art. 1 establece que el Reglamento tiene 143 artículos y deroga al reglamento 

anterior. Este Decreto reafirma lo dispuesto en la ley: en específico, el Reglamento, Articulo 

140 (aprobado mediante este Decreto); el mismo enfatiza que toda deserción será sancionada 

conforme lo establecido por el Código Penal Militar Policial.
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Solo constituye el Decreto Supremo la oportunidad de actualizar procedimientos internos e 

introducir una serie de mejoras, pero no se introducen modificaciones contundentes en las 

sanciones. 

 

1.11.1.4. Sentencia del TC - EXP. N.° 01222-2023-PHC/TC 
 

 
 

En esta Sentencia del Tribunal Constitucional (2023), tuvo por resuelta una acción de habeas 

corpus que interpuso un exsoldado voluntario, quien afirma que el proceso penal militar por 

el delito de deserción en su contra, es evasiva a las agresiones que habría padecido a lo largo 

de su servicio; el solicitante pide que se anulen las citaciones del fuero militar, así como su 

protección al reclamarse una supuesta afectación a su libertad. El Tribunal Constitucional 

considera que sus alegaciones son genéricas, carentes de aportar prueba de la vulneración al 

derecho, y más bien sostiene que la jurisdicción militar es competente constitucionalmente 

para procesar los hechos de función, haciendo ello incluso en el caso del personal voluntario. 

 
Este caso en particular es relevante en mi investigación, porque evidencia que el sistema 

actual del ordenamiento peruano reconoce a los voluntarios del servicio militar como sujetos 

del Código Penal Militar Policial frente al delito de deserción, sin distinción alguna respecto 

al carácter no profesional del personal de carrera, lo que es confirmado por la decisión del 

Tribunal Constitucional que supedita la rigidez legal a la especial naturaleza jurídica del 

personal voluntario. También da sustento a la necesidad de revisar si la sanción 

correspondiente a una multa de naturaleza administrativa sería más acorde a la situación de 

víctimas, conforme a sus derechos.
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1.11.1.5. Regulación normativa relevante de las Fuerzas Armadas 
 

 

1.11.1.5.1. Ley Nº 29131 
 

 
 

La Ley de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas (2007), regula las normas para 

prevenir, tipificar y sancionar infracciones disciplinarias cometidas por personal militar, 

incluyendo a quienes cumplen servicio militar en situación de actividad, como los 

voluntarios. En este contexto se entiende que por infracción disciplinaria se ha de entender 

cualquier acción u omisión, intencional o negligente, lo que provoca una afectación al 

régimen disciplinario y que se clasifica como leve, grave o muy grave de acuerdo a la 

importancia que tiene sobre la institución militar. 

 
Las sanciones disciplinarias que prevé esta norma son graduadas en función del carácter de 

la falta, desde una mera amonestación verbal hasta la baja del servicio militar. Efectivamente, 

en el caso de infracciones muy graves, como podría ser la deserción, se prevén las medidas 

más severas como el pase a la situación de “retiro”, con el consiguiente fin de contrato o la 

baja definitiva del servicio militar, incluso, en tal caso, al margen de un eventual proceso 

judicial por deserción. 

 
El artículo 16 indica que estas sanciones tienen la consideración de ejemplificadoras e irán 

acompañadas de un derecho a reclamar en virtud del principio de inocencia y sin perjuicio 

de responsabilidades penales o civiles que puedan llegar a imponerse. 

 

Dentro del contexto de la presente investigación, esta norma es de interés, dado que pone de 

manifiesto que el personal voluntario está no solo sometido a la jurisdicción penal militar en 

el sentido estricto de la ley, sino en cambio que esto es un tipo de régimen disciplinario que 

tiene efectos muy relevantes sobre la permanencia del personal voluntario en el servicio. 

Esto viene a avalar la tesis de que el régimen vigente para el personal voluntario podría
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suponer una afectación de sus derechos, especialmente cuando las sanciones como la baja 

pueden ser impuestas por la decisión de un mando interno y sin las garantías procesales de 

un juicio ordinario. 

 

1.11.1.5.2. Código Penal Militar 
 

 
 

Mediante el Código Penal Militar (2022), se explica que las leyes de un país han sido 

contempladas para que, tanto civiles como servidores del Estado, cumplan con lo establecido 

según su condición. Tal como existe el Código Civil o el Penal para los ciudadanos, las 

Fuerzas Policiales y Militares están sujetos a las regulaciones del Código Penal Militar 

Policial.  Incluso dicho código viene a ser un regulador de leyes, que actúa como medio 

protector y garantiza el cumplimiento de los fines constitucionales de la Policía Nacional del 

Perú y las Fuerzas Armadas. 

 
En su Capítulo III, el Código Penal Militar regula los delitos que van en detrimento del 

adecuado funcionamiento del servicio militar prestado, destacando la deserción simple, que 

se considera una omisión en el cumplimiento de dicha prestación. A la vista del artículo 47, 

se define como delito cualquier conducta del militar o de quienes han sido equiparados a 

ellos, que quebrante las normas, considerándose la deserción simple un delito con penas que 

oscilan entre los cuatro meses y los tres años de privación de libertad. 

 
El artículo 48 describe las maneras en que este delito se puede producir accionalmente por 

parte del personal de tropa, entre las que se encuentran el hecho de no retornar tras licencias 

de forma dentro del plazo dispuestos, el hecho de encontrarse fuera del lugar al que tenía que 

haberse desplazado sin que se condicionen las causas de dicha salida o las conductas que 

evidencien un intento de huida.
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El artículo 49, en cambio, enumera cómo los oficiales pueden incurrir en deserción, como el 

hecho de no reincorporarse tras licencia, el no presentarse al plazo de su emplazamiento, o 

el eludir la prestación del deber que tienen frente al enemigo sin que se justifique la causa 

de ello. Todas estas normas concurren en la intención de mantener la disciplina y la necesaria 

permanencia del personal en sus funciones a las Fuerzas Armadas. 

 
Finalmente, el artículo 53 tipifica la deserción calificada como una forma agravada de 

abandono del servicio, que se da cuando la evasión es cometida por al menos cuatro militares 

en conjunto con el uso de violencia, o acompañada de la sustracción, destrucción u 

ocultamiento de municiones, víveres o recursos logísticos de las Fuerzas Armadas. Además, 

cualquier acto de deserción que suceda durante un conflicto armado se considera calificado, 

sin importar las circunstancias específicas, debido a la mayor peligrosidad que implica el 

incumplimiento del deber en tiempo de guerra. 

 

1.11.1.5.3 Código Penal Militar Policial 
 

 
 

Código Penal Militar Policial (2010), el vigente, promulgado, mediante el Decreto 

Legislativo Nº 1094, regula los delitos de la función militar, es decir, aquellos que son 

aplicables tanto al personal que integra las Fuerzas Armadas, como a la Policía Nacional. 

 
Comenzamos por destacar que en su artículo II del Título Preliminar, se configura el delito 

de función como toda conducta ilícita, accionar de un militar o policía que se halla en 

situación de actividad, ya sea durante el servicio o con ocasión de este. Tal conducta debe 

atentar contra bienes jurídicos primordiales de los objetos de protección en relación con la 

existencia, configuración, funcionamiento u operatividad de las Fuerzas Armadas o de la 

Policía Nacional, lo que resalta la especial protección penal, que le acompaña,  de la 

disciplina y orden institucional, en el contexto de las instituciones castrenses y policiales.
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En el artículo 105 se establece, entre otros aspectos, que incurre en la deserción el efectivo 

que sin autorización se va de su Unidad, con la voluntad expresa de eludirse del servicio en 

el que está destinado, la pena es de hasta de cuatro años de prisión, la pena será mayor si el 

infractor ostenta grados superiores de técnico, suboficial u oficial. 

 

El artículo 106 tipifica la deserción agravada y define una hipótesis con una mayor gravedad 

y que son la deserción en servicio activo, en el extranjero, en el desarrollo de un conflicto 

armado o por sustracción de armamento u otro tipo de bienes del Estado, la pena oscila entre 

los cuatro y quince años de cárcel, se verá incrementada y agravada si el autor ostenta la 

condición de oficial. 

 

Por último, el artículo 107 sanciona el prisionero de guerra que cuando ha recuperado la 

libertad en un conflicto internacional, no se presenta a su Unidad, la pena es de hasta cuatro 

años de cárcel. 

 
1.12. Derecho Comparado 

 

 

1.12.1. Colombia 
 

 
 

En su Código Penal Militar (2010), en su artículo 109, establece que incurre en deserción 

todo aquel que, estando en el acto del servicio militar, se prive de la misma al cesar la 

realización de un acto de servicio militar sin permiso por más de cinco días seguidos, no 

reincorpore tras licencias o comisiones, traspase límites sin autorización, o en el caso de un 

prisionero de guerra, no se presente ante la autoridad en el período determinado. La pena 

que proporciona a este delito va de ocho meses a dos años de prisión, y cumplida esta, el 

condenado deberá continuar con el servicio militar el tiempo que le reste. 

 
El artículo 110 establece que la pena por deserción será aumentada hasta en un 50 % si la 

 
deserción se hace durante la guerra, la conmoción interior o ante cualquier presencia de
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rebeldes; y esa pena se aumentará hasta el doble si la deserción es de guerra exterior. Por el 

contrario, el artículo 111 da un 50 % de reducción de la pena si el responsable se entrega 

voluntariamente dentro de los ocho días después de haber cometido la deserción. Ésta es una 

normativa que busca forjar la disciplina y el control del contexto militar colombiano. 

 
1.12.2. Argentina 

 

 
 

La Ley N.º 26.394 (2008), a través de su Anexo IV, establece un Código de Disciplina de las 

Fuerzas Armadas, en el que se tipifica la deserción como una infracción de la máxima 

gravedad. La infracción se produce cuando suboficiales o soldados se ausentan de su unidad 

o del lugar designado por la autoridad durante un periodo de más de cinco días consecutivos, 

contados como cinco noches completas desde el inicio de la ausencia. 

 
Asimismo, incurre en deserción aquel que abandona su destino o el lugar de residencia que 

le fue asignado con el propósito de no regresar, ni incorporarse al servicio, quedando 

expresamente excluidos de esta falta aquellos suboficiales o soldados que hubieren solicitado 

previamente la autorización o dado curso a la baja exigida. Esta norma avala la importancia 

de la permanencia y de la disciplina dentro de las instituciones castrenses, teniéndola por 

fundamental para el orden militar. 

 
1.12.3. Chile 

 

 
 

El Código de Justicia Militar en Chile (1944), regula el delito de deserción, que en su artículo 

 
314 determina los supuestos de hecho mediante los cuales se incurre en dicha conducta, 

cuando el miembro de tropa o de tripulación no aparece reiteradamente en las listas militares, 

no se presenta tras el cambio de destino, o no vuelve después de haber ido de permiso, en su 

artículo 315 cita una reducción a la mitad de estos plazos en tiempos de guerra.



50  

A su vez, por su artículo 316, distingue la deserción entre simple y calificada, siendo 

calificada aquella conducta que, además de lo descrito en el artículo anterior, concurre con 

la violencia, incursión o salida al servicio, sustracción de bienes militares, en el extranjero, 

o en virtud de acuerdo con otras personas. 

 

Las penas varían según el tipo y contexto: la deserción simple en periodo de paz se sanciona 

con reclusión militar menor (art. 317), la deserción calificada con penas mucho más severas 

(art. 318); en tiempos de guerra, estas sanciones aumentan notablemente, llegando a presidio 

perpetuo si esto ocurre frente a un enemigo (arts. 320-321); asimismo, se prevén atenuantes 

a la pena, por ejemplo, la presentación voluntaria de la persona (art. 319), o mediante la 

cualificación de los grados de pena en caso de reincidencia. Por último, el Código de Justicia 

Militar se hace cargo de la responsabilidad de aquellos que induzcan, ejerzan auxilio o 

encubran las deserciones (art. 324), así como de la recuperación de bienes (art. 326). 

 
1.12.4. Canadá 

 

 
 

En la Ley de Defensa Nacional (1923), se tipifica como delito penal militar la deserción y la 

establece como una infracción susceptible cerrando un extremo entre las penas severas 

dependiendo que el  contexto  en  el  que se comete. Consiguientemente,  el  artículo  88 

establece categóricamente lo siguiente: quien deserte o intenta deserción durante el tiempo 

que está bajo servicio activo o bajo órdenes de servicio activo puede ser castigado con penas 

de hasta cadena perpetua; en el resto de los aspectos se prevén pena de no más de cinco años 

de prisión. 

 
Dicho artículo establece que incurre en deserción quien esté ausente sin autorización con el 

fin de eludir el servicio, bien pierda su barco o bien no regresa a su lugar de trabajo, dando 

a conocer su voluntad de no volver, sea de manera explícita o tácita. Incluso, se presume la
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intención de desertar si la ausencia sin autorización sobrepasa el tiempo de seis meses. Éste 

mismo artículo establece que incurre en dicho delito quien a sabiendas de la deserción o de 

intentar la deserción, es decir, no informa, o no actúa en vista de conseguir la detención del 

desertor, lo que demuestra cómo el círculo del sujeto deja de ser excluyente y que la 

obligación de colaborar en el Ejército queda englobada.



 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

CAPÍTULO II 
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2. MARCO METODOLÓGICO 
 
 
 

2.1. Sobre la metodología aplicada 
 

 

2.1.1. Enfoque de investigación 

 
La presente tesis, ha efectuado la metodología de la investigación científica y su enfoque es 

cualitativo. Considerando que el enfoque cualitativo recopila acerca de opiniones y 

experiencias con el fin de profundizar, se recomienda seleccionar un enfoque cualitativo 

cuando el tema escogido ha sido poco rebuscado (Fernandéz, 2010). 

Con la finalidad que el presente trabajo de investigación analiza que el 28 de junio del 2008 

se promulga la Ley 29248 que regula el Servicio Militar, el mismo que señala que el servicio 

militar es de naturaleza voluntaria, sin embargo, en ninguna parte de la norma ni en la 

Constitución Política se establece si el personal que voluntariamente deciden prestar el 

servicio militar, forma parte de las Fuerzas Armadas, por ende, en ese orden de ideas 

tenemos claro que la naturaleza jurídica de los miembros que integran las Fuerzas Armadas, 

son muy distintas de las personas que prestan el servicio militar voluntario, por lo que nos 

preguntamos, entonces porqué las personas que realizan el servicio militar voluntario, por 

norma, están sometidas al Código Penal Militar en el caso de deserción. 

Por lo tanto, el problema central de la investigación radica en que el ordenamiento jurídico 

peruano somete al personal del Servicio Militar Voluntario al régimen del Código Penal 

Militar Policial en casos de deserción, pese a que dicho personal no forma parte del cuerpo 

orgánico profesional de las Fuerzas Armadas; dicha situación genera una equiparación 

normativa injustificada que deriva en la imposición de penas privativas de libertad 

desproporcionadas, afectando derechos fundamentales y desnaturalizando el carácter 

voluntario  del  servicio,  lo  que  plantea  la  necesidad  de  evaluar  si  el  actual  régimen
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sancionador resulta constitucionalmente válido y compatible con los principios del derecho 

penal moderno. 

 
 

2.2. Objetivos de la investigación 

 
Teniendo en  cuenta  el  planteamiento  de Tamayo  y  Tamayo (2005) el  cual  dice:  “los 

objetivos son el enunciado claro y preciso de los propósitos por los cuales se lleva a cabo la 

investigación”, y de Cerda (2000) que los define como “las metas, propósitos, fines, logros 

precisos y concretos del estudio”, es necesario reconocer los objetivos como el eje central 

de cualquier investigación, y por tanto, el planteamiento de los mismos constituye la 

fase más importante del proceso investigativo, pues como dice Guanipa (2008) “los 

proyectos de investigación pueden fracasar principalmente por falta de objetivos claramente 

definidos. 

 

Para lo cual se formularon los siguientes objetivos. 
 

 
Objetivo general 

 
 

➢  Determinar los fundamentos jurídicos por los que se debe regular con multa la 

deserción tomada en cuenta la naturaleza jurídica del personal que presta el 

Servicio Militar Voluntario en la Fuerza Área del Perú. 

 
Objetivos específicos 

 
 

➢  Determinar la naturaleza jurídica del Servicio Militar Voluntario en las Fuerzas 

 
Armadas tomando en cuenta sus fines, funciones y las normas que las regula. 

 

➢  Analizar la regulación normativa de la deserción en nuestro país y a nivel 

internacional.
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2.3 Interrogantes del problema 

 
La gente puede dar por sentada la pregunta de investigación como parte esencial de un 

proyecto de investigación. Sin embargo, detallar explícitamente por qué los investigadores 

necesitan una pregunta de investigación puede ayudar a aportar claridad al proyecto de 

investigación. Por lo antes expuesto se formularon las siguientes interrogantes. 

 

Interrogantes básicas 
 
 

➢  ¿Cuáles son los fundamentos jurídicos por los que se debe regular con multa la 

deserción, tomando  en  cuenta la naturaleza jurídica del personal que presta el 

Servicio Militar Voluntario en las Fuerza Área del Perú? 

➢  ¿Cuál  es  la  naturaleza  jurídica  del  Servicio  Militar  Voluntario  en  las  Fuerzas 

 
Armadas tomando en cuenta sus fines, funciones y las normas que las regula? 

 

➢ ¿Cómo está regulada normativamente la deserción en nuestro país y a nivel 

internacional? 

 
2.4. Hipótesis 

 
Conforme al problema jurídico que estamos abordando, la regulación de multa por deserción 

y la naturaleza jurídica del personal que presta el Servicio Militar Voluntario en la Fuerza 

Aérea del Perú, cuyo problema se aborda desde un enfoque cualitativo, como advierte 

(Hernández Sampieri, 2014), en ciertas investigaciones cualitativas las hipótesis pueden ser 

emergentes, flexibles y contextuales. Por lo cual se ha planteado la siguiente hipótesis: 

“Dado  que  la  naturaleza  jurídica  de  las  personas  que  prestan  el  Servicio  Militar 

Voluntario en la Fuerza Área el Perú no es igual a la naturaleza jurídica de los miembros 

de las Fuerzas Armadas, es probable que la sanción por deserción deba regularse de 

manera distinta y deba ser una multa”.
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2.5. Campo de verificación 
 

 

2.5.1. Ubicación espacial de la investigación 

 
La presente investigación se desarrolló en la ciudad de Arequipa. 

 

 
2.5.2. Ubicación temporal de la investigación 

 
La investigación se desarrolló durante los años 2021 y 2025, periodo en el cual se realizó el 

análisis sistemático de normativa vigente, doctrina especializada y jurisprudencia relevante; 

asimismo, se tomó como referencia jurisprudencial los años 2023, 2024 y 2025, por 

corresponder al periodo en el que se evidenció un mayor incremento de procesos por 

deserción  vinculados  al  personal  del  Servicio  Militar Voluntario,  lo  que permite  una 

evaluación actualizada, pertinente y contextualizada del problema jurídico objeto de estudio. 

 

2.6. Unidades de estudio 

 
Se precisa de manera específica como unidad de estudio, la siguiente: 

 

 
2.6.1.   Población de estudio 

 
 

El universo de la presente investigación estuvo constituido por el análisis jurídico del 

personal que presta el Servicio Militar Voluntario en la Fuerza Aérea del Perú y Ejército del 

Perú, considerando su regulación normativa, su tratamiento sancionador y su sometimiento 

al régimen del Código Penal Militar Policial; en ese sentido, la población de estudio 

comprendió el análisis de casos judiciales y criterios jurisprudenciales emitidos por los 

Órganos de justicia militar durante los años 2023, 2024 y 2025. Tal como señala Hernández 

(2014), que la muestra es el tamaño desde la perspectiva probabilística, pues son tres factores 

para determinar las capacidades operativas o saturación de categorías.
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2.6.2. Muestra 
 
 

Dado que se trata de un estudio dogmático y argumentativo, la muestra estuvo constituida 

por el análisis de los fundamentos jurídicos que determinan la naturaleza del Servicio Militar 

Voluntario en las Fuerzas Armadas, así como por la regulación normativa de la deserción en 

el ordenamiento jurídico peruano y en el derecho comparado. De manera complementaria, 

se analizaron casos concretos y jurisprudencia relevante del periodo 2021–2025, 

seleccionados por su recurrencia, similitud fáctica y relevancia jurídica, los cuales evidencian 

la aplicación del régimen penal militar al personal voluntario y permiten sustentar, desde un  

enfoque constitucional  y  penal, la necesidad de una modificación normativa orientada a 

la reducción de la pena y a la adopción de un régimen sancionador administrativo 

proporcional. 

 

2.7. Estrategias metodológicas 
 

 

2.7.1. Técnica 

 
La técnica utilizada en la presente investigación fue la observación documental, la cual 

permitió recolectar, describir y sistematizar información relevante para el objeto de estudio, 

facilitando el análisis de normas jurídicas, resoluciones judiciales y doctrina especializada; 

esta técnica resultó idónea para examinar casos judiciales relacionados con el delito de 

deserción en el ámbito del Servicio Militar Voluntario, contribuyendo a identificar patrones 

normativos y decisionales que evidencian la vulneración de derechos fundamentales, 

conforme a lo señalado por: (Lawless, 2010). 

 

2.7.2. Instrumento 

 
En concordancia con la técnica de observación documental, los instrumentos utilizados 

fueron la ficha bibliográfica y  la ficha documental, las cuales permitieron registrar y 

organizar información proveniente de fuentes normativas, doctrinarias y jurisprudenciales,
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nacionales e internacionales; a través de estos instrumentos se sistematizó el contenido de 

casos judiciales relevantes, asegurando la coherencia del análisis con los objetivos de la 

investigación y permitiendo evidenciar de manera estructurada las afectaciones al debido 

proceso, a la libertad personal y al principio de proporcionalidad, conforme a   (Webley, 

2012). 
 

 
2.7.3. Estrategia 

 
Indagación conceptual: Se desarrolló con la finalidad de recolectar información relevante 

para la base teórica de la investigación, mediante el análisis de fuentes bibliográficas físicas 

y virtuales, repositorios nacionales e internacionales y doctrina especializada en derecho 

penal, derecho penal militar y derecho constitucional. 

 

Revisión documental: Se orientó a la recopilación y análisis de normas legales, reglamentos 

y resoluciones jurisdiccionales, así como de casos emitidos por tribunales militares durante 

los años 2023-2025, los cuales resultan necesarios para evidenciar la aplicación reiterada del 

régimen penal militar al personal del Servicio Militar Voluntario y la consecuente 

vulneración de derechos fundamentales, permitiendo sustentar la propuesta de reforma 

normativa. 

 

2.7.4. Método 

 
El método de análisis serán los siguientes: 

 
Exegético: Permitió interpretar de manera sistemática y literal las normas jurídicas 

relacionadas con el Servicio Militar Voluntario y el delito de deserción, a fin de extraer su 

finalidad y alcance normativo; conforme a (Sánchez Vásquez, 2008); este método resulta 

indispensable, ya que el análisis de la esencia normativa permite evidenciar la incongruencia 

entre la naturaleza voluntaria del servicio y la aplicación del derecho penal militar, lo cual 

se corroboró mediante el estudio de trece casos concretos.
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Dogmático: El método dogmático jurídico permitió analizar de manera estructurada las 

instituciones jurídicas involucradas, evaluando su coherencia interna y compatibilidad con 

la Constitución; puesto que, el método fue esencial para examinar, a partir del análisis de 

casos de deserción, la legitimidad del régimen sancionador penal militar aplicado al personal 

voluntario y para sustentar la necesidad de una modificación normativa orientada a la 

reducción de la pena y a la adopción de sanciones administrativas proporcionales. 

 

2.7.5. Nivel de investigación 

 
Descriptivo: Según (Sánchez Vásquez, 2008) este nivel permitió describir el tratamiento 

jurídico del Servicio Militar Voluntario, la regulación de la deserción y su aplicación 

práctica, a partir del análisis normativo y del estudio detallado de casos que evidencian una 

afectación reiterada de derechos fundamentales. 

 

Propositivo: La investigación tiene un nivel propositivo, en tanto culmina con una propuesta 

normativa concreta orientada a modificar el régimen sancionador vigente, justificando la 

reducción de la pena penal militar y su sustitución por sanciones administrativas, a partir de 

los hallazgos obtenidos en el análisis de casos representativos (Garci & Sanchez, 2020). 

 

2.7.6. Tipo de investigación 

 
El tipo de la investigación es jurídico explicativo, en tanto busca explicar las causas y efectos 

de la aplicación del régimen penal militar al personal del Servicio Militar Voluntario, a partir 

del análisis normativo, doctrinario y del estudio de casos judiciales; en ese sentido, la 

investigación es descriptiva y propositiva, orientada a brindar soluciones jurídicas que 

permitan ponderar adecuadamente las obligaciones militares del ciudadano frente a su 

derecho a recibir una sanción menor, proporcional y acorde con su estatus jurídico, conforme 

a (Sarlo, 2003).
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2.7.7. Diseño de la investigación 

 
El estudio correspondió a un diseño no experimental de tipo ex post facto, en tanto no se 

manipuló ninguna variable, sino que los datos fueron recogidos a partir de hechos ya 

ocurridos, particularmente casos judiciales y resoluciones emitidas entre los años 2021 y 

2025. Asimismo, el diseño es descriptivo, porque caracteriza las variables objeto de estudio, 

y relacional, porque analiza la relación existente entre la aplicación del régimen penal militar 

y la vulneración de derechos fundamentales del personal del Servicio Militar Voluntario, 

conforme a lo establecido por Hernández (2014).
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3.    ANÁLISIS Y RESULTADOS 
 
 
 

En  esta  sección  se presentan los  resultados  obtenidos  a lo  largo  del  desarrollo  de la 

investigación, los cuales serán examinados de manera crítica y comparativa con los objetivos 

trazados y el marco teórico previamente establecido; a partir de este análisis, se buscará 

interpretar los hallazgos más relevantes, identificando coincidencias, divergencias o patrones 

significativos que aporten al entendimiento de la problemática investigada; de este modo, se 

podrá llevar a cabo una discusión reflexiva sobre los resultados, evaluando su alcance y sus 

implicancias desde una perspectiva teórica, práctica y normativa. 

 

4.1. Procesamiento de datos 

 
Para dar sentido a la información obtenida durante el trabajo de investigación, se procederá 

a estructurarla de manera lógica y ordenada, permitiendo su análisis conforme a la naturaleza 

del estudio; para que, el tratamiento de la información se desarrolle de forma progresiva, 

partiendo de los objetivos específicos y articulándose hacia la consecución del objetivo 

general, con el fin de generar resultados válidos, comprensibles y significativos para la 

investigación. 

 

4.1.1. Determinar la naturaleza jurídica del Servicio Militar Voluntario en las Fuerzas 

 
Armadas, tomando en cuenta sus fines, funciones y las normas que las regula. 

 

 
Mediante el presente objetivo específico, se tiene a bien mostrar la naturaleza jurídica del 

Servicio Militar Voluntario, para que con ello se obtenga la diferencia de sus fines, funciones 

y las normas que las regula; por lo que se presenta la siguiente tabla:
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Tabla 2 
 

Elementos del Servicio Militar Voluntario 
 

 
Elemento             Descripción                                       Norma Aplicable              Observación 

 
Relevante 

 

 
Naturaleza Servicio personal a la Nación de Constitución Política del Es     una     obligación 

 

Jurídica 
 

carácter   voluntario,   con   rasgos 
 

Perú, art. 163 
 

ciudadana, pero puede 

 
 

públicos y administrativos 
 

 

asumirse 

   
 

voluntariamente 

Finalidad 

 
Nacional 

Defensa      de      la      soberanía, 

independencia   y   la   integridad 

territorial 

Ley del Servicio Militar 

 
N° 29248 

Se    inscribe    en    los 

deberes    de    defensa 

nacional

 

Finalidad 

 
Personal 

Formación          en          valores, 

capacitación  técnica  y  acceso  a 

beneficios estatales 

D.S. N° 002-2013              Brinda      herramientas 

para la inclusión social 

y laboral

 

Función       de 

 
Defensa 

Participar en tareas propias de la 

defensa  nacional  y  apoyo  a  la 

seguridad interior 

Ley     N°     29248     y 

reglamento 

Se forma al ciudadano- 

soldado como parte de 

la reserva

 

Función Social    Apoyo      en      situaciones      de 

emergencia, desastres y obras de 

infraestructura 

Decreto Legislativo N° 

 
1146 

Refuerza su dimensión 

como servicio público 

útil

 

Naturaleza 

 
Administrativa 

Relación especial con la 

Administración  Pública  en 

régimen disciplinario y 

organizativo militar 

Ley 29158 – Ley 

Orgánica del Poder 

Ejecutivo 

Está  sujeta  a  un 

régimen público 

especial
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Relación    con 

 
DD.HH. 

Debe     respetar     los     derechos 

fundamentales de los voluntarios 

Constitución  y  normas 

internacionales 

No    puede    implicar 

tratos    inhumanos    o 

degradantes

 

Remuneración Estipendio,               alimentación, Ley        N°        29248, No     configura     una

 

o Beneficio  educación      técnica,      atención 

médica 

reglamento y convenios relación     laboral     ni 

contractual 

Duración 

 
Servicio 

del 12 a 24 meses, dependiendo de la 

 
especialidad y grado de instrucción 

D.S. N° 002-2013-DE Existe  posibilidad  de 

 
renovación voluntaria 

Acceso 

 
posterior 

 Prioridad para ingreso a FF.AA. o 

 
instituciones del Estado 

Ley     N°     29248     y 

 
programas 

complementarios 

Incentiva                   la 

 
continuidad             del 

servicio público 

Nota. (Constitución Pólitica del Perú, 1993); (Ley del Servicio Militar, 2008); (DS 

 
N°002-2013-DE, 2013); (Decreto Legislativo N°1146, 2012). 

Análisis 

Tal y como se fundamenta, por la tabla anterior, el Servicio Militar Voluntario en el Perú 

representa una figura jurídica compleja que combina elementos del derecho público, el 

derecho administrativo y del derecho constitucional; su naturaleza jurídica está anclada en 

el principio de defensa nacional establecido en el artículo 163 de la Constitución, lo que le 

otorga un carácter eminentemente público, aunque asumido de manera voluntaria; es decir, 

se trata de un deber ciudadano que se convierte en una opción legítima de participación activa 

en los asuntos fundamentales del Estado; sin embargo, esta naturaleza no especifica en la ley 

Militar. La finalidad del Servicio Militar Voluntario no se agota en la defensa del territorio 

y la soberanía; pues va más allá, buscando también contribuir con el desarrollo personal de 

los ciudadanos que lo asumen,  especialmente de jóvenes  en situación de
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vulnerabilidad; el marco normativo vigente principalmente la Ley del Servicio Militar N° 

 
29248 y su reglamento establecen que el servicio no solo cumple una función castrense, sino 

también social, educativa y de integración nacional. 

 
Conforme lo que se percibe, entre las funciones principales se encuentra la preparación para 

la defensa nacional y el apoyo en situaciones de emergencia, actividades en las que los 

voluntarios adquieren disciplina, formación técnica y valores cívicos, siendo esta dimensión 

funcional la que convierte al servicio en un espacio de formación ciudadana que tiene efectos 

sociales más allá del ámbito militar; en este sentido, no es solo una estrategia de seguridad, 

sino también una herramienta de inclusión y cohesión social. 

 
De igual manera, el régimen legal al que se encuentran sujetos los voluntarios es de 

naturaleza administrativa especial; no existe una relación contractual laboral, sino una 

subordinación al régimen disciplinario militar; esto implica que los beneficios que reciben 

alimentación, vestimenta, atención médica y formación técnica no constituyen una 

contraprestación laboral, sino más bien una retribución estatal no salarial. Pues un elemento 

crucial  es  la  relación  del  servicio  con  los  derechos  humanos;  si  bien el  voluntariado 

presupone el consentimiento del ciudadano, el Estado tiene la obligación de garantizar el 

respeto a la dignidad y a los derechos fundamentales de los participantes; no debe haber 

coacción, ni deben aplicarse prácticas denigrantes durante el servicio, como lo señalan tanto 

la Constitución como diversos tratados internacionales suscritos por el Perú. 

 
En base a la duración del servicio, la norma establece plazos de entre 12 y 24 meses, 

dependiendo de la especialidad y del grado de instrucción de cada voluntario; no obstante, 

se permite la continuidad voluntaria, lo cual abre posibilidades para que los jóvenes puedan 

profesionalizarse  en  las  Fuerzas  Armadas  o  continuar  su  servicio  al  Estado  en  otras
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instituciones públicas. Este servicio ofrece además oportunidades de acceso a beneficios post 

servicio, como becas educativas, acceso preferente a instituciones públicas o inclusión en 

programas de inserción laboral; lo que genera un valor agregado que busca incentivar la 

participación voluntaria y mejorar la percepción pública del servicio militar, que en otras 

épocas fue visto como una carga obligatoria y punitiva. 

 
En síntesis, el servicio de índole militar en el Perú es una institución con una doble 

dimensión; por un lado, cumple con la finalidad de fortalecer la defensa nacional; por otro, 

es un mecanismo de integración social y promoción de oportunidades para los jóvenes; por 

lo tanto, se puede considerar su naturaleza como mixta y responde a la necesidad de articular 

lo militar con lo social bajo el amparo del marco constitucional. 

 
En contraste con todo lo anterior, se evidencia que también parte de la naturaleza del servicio 

militar se orienta a principios que son factible de apreciación, como los que se identifican en 

la siguiente tabla: 

 
Tabla 3 

 

Principios y su aplicación al Servicio Militar Voluntario 
 

Principio 

 
Constitucional/ 

 
 

Administrativo 

Aplicación al SMV                                Norma    que    lo 

respalda 

Comentario Final

 

Principio de 
 
 

Legalidad 

El  servicio  se  encuentra 

expresamente  regulado  por  norma 

con rango legal 

Constitución       y 

 
Ley N° 29248 

No se puede 

imponer fuera de 

las condiciones 

legales
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Principio de 
 
 

Igualdad 

Accesible       para       todos       sin 

discriminación 

Constitución,   art. 

 
2    y    Ley    del 

 
Servicio Militar 

Debe     garantizar 

igualdad            de 

oportunidades

 

Principio                  de 

 
Voluntariedad 

Nadie  puede  ser  obligado  sin  su 

consentimiento 

Ley N° 29248           Su         naturaleza 

jurídica     es     de 

participación libre

 

Principio                  de 

 
Proporcionalidad 

No puede haber abusos disciplinarios 

ni exigencias desproporcionadas 

D.S. N° 002-2013- 

DE 

Deben   respetarse 

límites  razonables 

en la formación

 

Principio                  de 

 
Solidaridad 

Se presta como contribución al país 

en tareas de interés común 

Preámbulo 

Constitucional    y 

Ley          Servicio 

Militar 

Refleja deberes 

ciudadanos de 

colaboración

 

Principio  de  Servicio 

 
Público 

Es una forma de servicio a la Nación     Ley 29158                Integra   funciones 

del Estado en 

beneficio 

colectivo
 

Principio                  de 

 
Subsidiariedad 

El    Estado    apoya    el    desarrollo 

individual del voluntario 

Política   Nacional 

de Juventud 

Complementa 

funciones 

familiares            y 

comunitarias
 

Principio      de      No 

 
Discriminación 

No    puede   excluir   por   motivos 

sociales, raciales, económicos u otros 

Constitución       y 

Convención 

Americana     DD. 

HH 

La selección debe 

ser transparente y 

justa
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Principio                  de 

 
Protección Integral 

Debe velarse por el bienestar físico y 

mental del voluntario 

Ley General de 

Salud y Ley del 

Servicio Militar 

El  Estado 

responde si hay 

afectaciones       al 

servicio

 

Principio                  de 

 
Promoción               de 

 
Oportunidades 

Ofrece capacitación y acceso a otros 

servicios del Estado 

Ley  del  SMV  y 

programas       del 

MIDIS 

Promueve 

movilidad           y 

desarrollo social

 
 

Nota. (Ley de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas, 2007); (Ley del Servicio 

Militar, 2008); (Ley que reforma el sistema de justicia militar, 2008); (Constitución 

Pólitica del Perú, 1993); (Ley de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas, 

2007). 

 
Análisis 

 

 
 

Estimando la tabla anterior, el servicio no solo debe entenderse en función de su utilidad 

práctica o militar, sino en su alineamiento con los principios fundamentales del Estado 

constitucional de derecho; en este segundo cuadro observamos cómo el servicio se articula 

con una serie de principios constitucionales y administrativos que aseguran su legalidad, 

legitimidad y respeto a los derechos fundamentales de los ciudadanos que lo asumen. 

 
Evidenciando que, el principio de legalidad es la piedra angular del Servicio; ya que todo el 

procedimiento, desde la convocatoria hasta el egreso, se encuentra detalladamente regulado 

por normas con rango legal, como la Ley N° 29248 y su reglamento, esta legalidad garantiza 

que el servicio se desarrolle dentro de un marco normativo estricto, evitando la arbitrariedad 

estatal. El principio de igualdad también tiene especial relevancia, ya que la oportunidad de 



69 

 

participar en el Servicio debe estar abierta a todos los ciudadanos sin discriminación; siendo 

que, implica que el proceso de selección no puede estar basado en criterios arbitrarios o
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excluyentes, y que deben garantizarse mecanismos para la participación efectiva de los 

sectores más vulnerables. 

 
El principio de voluntariedad es esencial para la naturaleza jurídica del servicio; la Ley del 

Servicio establece claramente que nadie puede ser obligado a incorporarse sin su 

consentimiento expreso, lo que distingue a este servicio de otros regímenes de reclutamiento 

obligatorio; la libertad de decisión es un elemento inalienable del derecho constitucional a 

la autodeterminación. Sobre el principio de proporcionalidad, mediante el cual se obliga a 

que las medidas disciplinarias o de entrenamiento aplicadas durante el servicio sean 

adecuadas, necesarias y no excesivas; esto se traduce en la obligación del Estado de 

garantizar que la instrucción militar no implique tratos degradantes ni peligros innecesarios 

para la integridad de los voluntarios. 

 
Es así que, el principio de solidaridad fundamenta el carácter cívico del servicio; pues dicho 

servicio permite que los ciudadanos colaboren con tareas de interés nacional, como ayuda en 

desastres, control de pandemias o construcción de infraestructura; dando en forma 

contribución a una expresión concreta de solidaridad ciudadana, que fortalece el tejido social; 

y conforme el principio de servicio público refuerza la idea de que el Servicio no debe 

entenderse como trabajo remunerado, sino como un acto de contribución al bien común. 

 
Se demuestra así que, la naturaleza jurídica del servicio no solo se basa en su finalidad 

militar, sino que está estructurada sobre una sólida base de principios constitucionales que 

garantizan su adecuación a un Estado democrático de derecho; así, el servicio cumple una 

función multidimensional; militar, cívica, educativa y social, siendo una institución clave 

para la formación de ciudadanía activa y responsable.
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4.1.2. Analizar la regulación normativa de la deserción en nuestro país y a nivel 

internacional. 

 

Para este segundo objetivo específico, se establece como ángulo la revisión de la regulación 

normativa sobre la deserción a nivel del servicio militar pero no solo a nivel nacional sino 

también internacional, por lo que se muestra en la siguiente tabla: 

 

Tabla 4 
 

Regulación normativa comparada 
 

 
País Tipo de Servicio 

 

Militar 

Normativa 
 

Principal 

Concepto de Deserción Sanciones 
 

Aplicables 

Perú Voluntario (con Ley N° 29248 Abandono sin Arresto hasta 30 

 sorteo opcional) artículo 80 justificación por más de días o baja del 

   15 días consecutives servicio 

España Profesional Código Penal No aplicable salvo en Solo aplicable si hay 

 (servicio militar 

abolido en 2001) 

Militar, Ley 
 

Orgánica 13/1985 

situaciones excepcionales 

de movilización 

estado de guerra o 

movilización 

Argentina Profesional 
 

(SMO abolido en 

Ley 19.101 para el 
 

Personal Militar, 

Deserción durante 
 

conflictos armados o en 

Reclusión de 1 a 6 
 

años según el caso 

 1994) Código Penal caso de reincorporación  

  Militar   

Colombia Obligatorio para Ley 1861 de 2017, Abandono sin causa justa Hasta 2 años de 

 hombres Código Penal por más de 5 días hábiles prisión y baja del 

  Militar  servicio 

México Obligatorio para Ley del Servicio Abandono del servicio Prisión de 3 meses a 

 hombres Militar, Código de 
 

Justicia Militar 

sin causa por más de tres 

días 

2 años (art. 251 
 

CJM) 

Nota. (Ley del Servicio Militar, 2008); (Ley Organica 13/1985, 1985); (LEY Nº 

 
19.101, 1971); (Ley 1861, 2017); (Codigo de Jusiticia Militar, 2014).
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Análisis: 
 

 
En base de la tabla del presente objetivo, se logra evidenciar que, es importante destacar que 

la regulación de la deserción varía según el modelo de servicio militar adoptado por cada 

país; en nuestra legislación, aunque el servicio es voluntario, se mantiene un régimen de 

obligaciones para quienes son sorteados o se alistan, y la deserción está sancionada conforme 

a la Ley del Servicio Militar N° 29248. 

 

A diferencia de nuestra legislación, países como España y Argentina han abolido el servicio 

militar obligatorio, por lo que la figura de la deserción ha perdido relevancia en tiempos de 

paz; pues en España, solo sería aplicable en contextos de guerra o movilización nacional, lo 

que restringe drásticamente su uso y penalización. En Colombia y México, donde el servicio 

militar aún es obligatorio para los hombres, la deserción sigue siendo una conducta 

severamente sancionada; ya que, en Colombia se establece penas privativas de libertad y la 

baja automática para los desertores, lo que muestra una postura más estricta frente al 

abandono del deber. 

 

Un aspecto interesante es el plazo que se considera como abandono; mientras que en Perú 

se habla de 8 días consecutivos sin justificación, en Colombia es más riguroso, estableciendo 

apenas 5 días hábiles para calificar la conducta como deserción. 

 

Pues en México, el abandono se configura luego de tres días de ausencia sin causa, según su 

Código de Justicia Militar; donde se muestra un enfoque intermedio entre Colombia y Perú, 

aunque la pena también puede incluir prisión, lo que revela la seriedad del delito para las 

autoridades mexicanas. 

 

De esta forma, aunque el servicio militar es voluntario en Perú, quienes se alistan o son 

sorteados, deben cumplir estrictamente con las normas del servicio, de lo contrario incurren
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en deserción; lo que puede generar conflictos jurídicos, especialmente si no se garantiza 

adecuadamente el derecho a la objeción de conciencia. 

 

Por su parte, el país argentino presenta un modelo más flexible al haber eliminado el Servicio 

Militar Obligatorio desde la década de los 90; sin embargo, la deserción aún es penalizada 

en contextos de reincorporación o conflicto armado, lo que indica que la institución militar 

mantiene ciertas facultades disciplinarias excepcionales. 

 

Se logra evidenciar que, en España el Código Penal Militar ha quedado prácticamente sin 

aplicación para civiles, y solo se activa en caso de movilización o conflicto, lo que refleja 

un fuerte compromiso con la desmilitarización de la sociedad y el respeto al principio de 

voluntariedad; un elemento común en los cinco países es que, incluso en regímenes 

profesionales o voluntarios, la deserción es considerada una falta grave en tiempos de guerra 

o emergencia nacional, lo que refuerza la idea de que el servicio militar conlleva una 

responsabilidad jurídica significativa cuando se activa el deber patriótico. 

 

Entonces, se observa una clara tendencia en América Latina a mantener la figura de la 

deserción en los marcos normativos, sobre todo cuando se trata de servicio obligatorio; sin 

embargo, los países que han optado por profesionalizar sus fuerzas armadas han reducido 

significativamente la aplicación de esta figura, en consonancia con los estándares 

internacionales de derechos humanos y libertad individual.
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4.1.3. Determinar los fundamentos jurídicos por los que se podría regular con multa la 

deserción, tomada en cuenta la naturaleza jurídica del personal que presta el Servicio 

Militar Voluntario en la Fuerza Área del Perú. 

 

A través de los objetivos específicos anteriores, se tiene mediante el objetivo general la 

precisión, de cada uno de los fundamentos jurídicos a tomar en consideración; para que, en 

lugar de enunciarse una percepción de denuncia por la deserción, se implemente una multa, 

pues no se puede tener una connotación diferente por ser un servicio de índole voluntario; 

por ende, se muestran de la siguiente manera: 

 

Tabla 5 
 

Fundamentos jurídicos 
 

Norma o Fuente 
Jurídica 

Contenido Relevante               Aplicación en el Caso del 
Servicio Militar Voluntario

Código            Penal 

Militar Policial 

Tipifica la deserción como 

delito propio del personal 

militar en servicio activo, 

regulando su persecución y 

sanción según el grado de 

afectación a la disciplina o a la 

defensa nacional 

Al no tratarse de personal 

profesional ni de carrera, el 

conscripto voluntario puede 

quedar excluido del tipo penal si 

su conducta no genera riesgo o 

daño a los fines esenciales de las 

Fuerzas Armadas

Principio              de 

legalidad penal 

Establece que no hay delito ni 

pena sin ley previa, expresa y 

escrita, con claridad en la 

tipicidad y la sanción aplicable 

Permite que el legislador o el 

reglamento administrativo 

establezca que la deserción del 

voluntario no constituya delito, 

habilitando una sanción 

pecuniaria como alternativa

Principio de mínima 

intervención penal 

El Derecho Penal debe ser 

utilizado solo cuando los 

medios no penales resultan 

insuficientes para proteger el 

bien jurídico comprometido 

Justifica que la deserción de un 

voluntario pueda ser objeto de 

una sanción no penal como la 

multa, cuando no afecta 

gravemente la defensa nacional 

o la operatividad institucional
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Principio              de 

proporcionalidad 

de la pena 

Exige que la respuesta  penal 

sea adecuada al daño causado, 

razonable respecto al fin 

buscado y necesaria para 

proteger el bien jurídico 

Refuerza que la deserción de un 

conscripto sin funciones 

estratégicas pueda sancionarse 

con una multa, evitando penas 

excesivas e innecesarias

Teoría     del     bien 

jurídico penal 

Define que el Derecho Penal 

solo debe intervenir para 

proteger bienes jurídicos 

fundamentales para la 

convivencia en sociedad 

Si la conducta del voluntario no 

compromete gravemente la 

defensa nacional, no se justifica 

la persecución penal y puede 

optarse por una sanción 

económica

Código            Penal 

Peruano 

Reconoce el principio de 

intervención penal mínima y 

limita el uso de la pena a los 

casos estrictamente necesarios 

Abre espacio para que se 

impongan otras medidas 

sancionadoras no privativas de 

libertad, como las multas, para 

infracciones funcionales 

menores

Jurisprudencia 

constitucional 

peruana 

Ha  reconocido  que  la  pena 

debe ser razonable, legal y 

necesaria, y que el Derecho 

Penal no puede ser utilizado 

con fines disciplinarios 

ordinarios 

Permite distinguir entre los 

desertores  que  requieren 

sanción penal y los que pueden 

ser corregidos mediante una 

medida pecuniaria dentro del 

marco administrativo

Constitución 

Política del Perú 

Reconoce el debido proceso, la 

legalidad y la razonabilidad 

como principios de todo 

procedimiento sancionador, 

incluso penal 

Justifica la imposición  de una 

sanción proporcional como la 

multa, en lugar de una pena 

penal frente a conductas de 

menor entidad

Derecho          Penal 

Administrativo 

Postula  que  ciertas 

infracciones a deberes públicos 

pueden ser sancionadas con 

medidas no penales cuando el 

bien jurídico no justifica una 

respuesta punitiva 

La deserción de un voluntario 

puede encuadrar como 

infracción administrativa grave 

y ser sancionada con multa sin 

vulnerar los derechos 

fundamentales

Convención 

Americana      sobre 

Derechos Humanos 

Garantiza el principio de 

legalidad, el debido proceso y 

la proporcionalidad de las 

sanciones en los Estados parte 

Obliga al Estado a establecer 

mecanismos sancionadores 

claros y razonables, permitiendo 

sancionar con multa la deserción 

sin acudir a medidas penales si 

no se afectan derechos 

fundamentales o bienes 

esenciales del Estado
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Nota. (Código Penal Militar Policial, 2010); (Constitución Pólitica del Perú, 1993); 

 
(Ley del Servicio Militar, 2008); (LEY Nº 19.101, 1971); (Código Penal Peruano, 

 
2016); (Convención Americana sobre Derechos Humanos, 1978). 

Análisis 

Como se logra percibir en la tabla anterior, la deserción en el contexto castrense ha sido 

reconocida como una conducta típicamente penal en función de su impacto sobre la 

disciplina militar y la defensa nacional;   sin embargo, dicho enfoque debe ser matizado 

cuando se trata del personal que presta el servicio militar voluntario, cuya naturaleza jurídica 

se diferencia significativamente del personal militar de carrera, ya que el vínculo que 

mantienen con la institución es de carácter temporal, formativo y asumido por decisión 

propia, lo que hace necesario analizar si la respuesta penal es siempre justificada. Desde una 

perspectiva jurídico penal, el principio de legalidad establece que no existe delito ni sanción 

sin una ley previa que determine con claridad el tipo penal y la pena correspondiente, lo que 

implica que el legislador puede excluir del ámbito penal ciertas conductas como la deserción 

del personal voluntario, cuando estas no constituyen una amenaza real al bien jurídico 

protegido, habilitando al Estado a establecer un régimen sancionador de tipo administrativo 

o económico, como sería el caso de la multa. 

 

A ello se suma el principio de mínima intervención penal, según el cual el Derecho Penal 

debe actuar como mecanismo de última instancia, solo cuando los demás instrumentos del 

ordenamiento jurídico no basten para proteger adecuadamente el bien jurídico en cuestión; 

en ese sentido, si la conducta del desertor voluntario no compromete de forma grave la 

seguridad nacional ni afecta sustancialmente la estructura operativa o jerárquica de la Fuerza 

Aérea, la sanción penal puede resultar innecesaria y desproporcionada.
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El bien jurídico tutelado por los delitos de deserción es la defensa nacional, entendida como 

la capacidad del Estado de proteger su integridad territorial y su orden institucional frente a 

amenazas internas y externas; sin embargo, la participación del conscripto voluntario 

generalmente no implica el ejercicio de funciones estratégicas ni un rol decisivo en la 

estructura de mando, lo que limita el nivel de lesividad de su abandono y reduce la necesidad 

de sancionarlo mediante pena criminal. El principio de proporcionalidad penal exige que la 

pena guarde correspondencia con la gravedad del hecho, y que la sanción impuesta sea 

adecuada al objetivo que se persigue; en este caso, mantener la disciplina y el compromiso 

en la prestación del servicio militar, de modo que si la deserción de un voluntario no 

representa una amenaza para esos fines esenciales, no puede justificarse una pena privativa 

de libertad ni una inscripción en antecedentes penales, siendo suficiente una multa que refleje 

la infracción y desincentive su repetición. 

 

Además, el uso de la multa permite una respuesta flexible por parte del Estado, a través de 

mecanismos administrativos sancionadores, sin judicializar de inmediato una conducta que 

puede deberse a factores personales, familiares o vocacionales del voluntario, y que en 

muchos casos no implica mala fe ni intención dolosa, de ahí que el legislador pueda optar 

por una regulación diferenciada que se adecúe a la naturaleza especial de esta población 

dentro del servicio castrense. Este enfoque también se encuentra respaldado por la doctrina 

penal moderna, que reconoce que no todas las infracciones a deberes institucionales deben 

ser sancionadas penalmente, en particular cuando existen vías alternativas eficaces y 

respetuosas de los derechos fundamentales, como ocurre con el régimen sancionador 

administrativo, dentro del cual la multa se presenta como una medida menos lesiva, pero 

igualmente disuasiva y restauradora del orden normativo.
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La jurisprudencia constitucional nacional ha sido clara en señalar que la potestad punitiva 

del Estado debe ejercerse conforme a los principios de razonabilidad, legalidad y necesidad, 

por lo que no resulta legítimo aplicar una sanción penal cuando otros mecanismos permiten 

alcanzar los mismos fines con menor afectación a los derechos individuales, y en ese 

contexto, imponer una multa al personal voluntario que deserte del servicio se ajusta al marco 

constitucional y permite preservar el interés público sin recurrir a medios extremos. Es por 

ello, los tratados sobre derechos humanos suscritos por el Perú obligan a los Estados a 

establecer sanciones proporcionales, previsibles y razonables frente a las infracciones 

cometidas por los ciudadanos, y aunque reconocen el carácter especial de los regímenes 

militares, también exigen que las sanciones respeten el debido proceso, la dignidad humana 

y la finalidad resocializadora de todo sistema sancionador, lo cual respalda la 

constitucionalidad de una multa frente a la deserción voluntaria. 

 

De igual forma, es meritorio mostrar la jurisprudencia encontrada en una tabla, para con ello 

fijar como se ha venido vulnerando los derechos de diferentes militares que se presentan de 

forma voluntaria para ejercer este deber, mismo que recae en un castigo de tal índole que 

deja fuera el interés de ciudadanos por ingresar al deber militar. 

 

Tabla 6 
 

Jurisprudencia relevante 
 

 
N° Nombre del Resumen de los Causas de la Desarrollo del Vulneración de 
de Acusado Hechos Deserción Proceso Judicial Derechos 

Caso     Fundamentales 

0045- 
2024- 

04-13 

EX CABO EP 
MAMANI 

YERBA   Raúl 

Rodrigo 

Prestaba servicio 
militar en el 

Batallón “José 

Olaya” en 

Arequipa. Salió 

de    permiso   el 

16/02/2024 y no 

retornó             el 
18/02/2024.    Se 

configuró         el 

Motivos 
personales      y 

familiares; 

conviviente 

enferma. 

El  proceso  siguió  la 
vía ordinaria: 

audiencia oral, 

alegatos, etapa 

probatoria, y 

sentencia. El acusado 

reconoció los hechos, 

se  acogió  a 

atenuantes, y se 

impuso               pena 

Se             evidencia 
afectación             al 

principio              de 

proporcionalidad en 

la pena considerando 

la              condición 

socioeconómica 

precaria del acusado 

y       el       contexto 

familiar       urgente.
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delito de 

deserción al no 

regresar   ni 

dentro de los 8 

días siguientes. 

suspendida  de  3 

meses y reparación 

civil de S/. 250.00. No 

se apeló la sentencia. 

Además, el proceso 

evidencia la falta de 

garantías para el 

acceso a medidas 

alternativas  a  la 

pena, pese al 

reconocimiento del 

hecho  y 

colaboración del 

acusado.

0028- 
2024- 

04-15 

EX SLDO EP 

TANTALEAN 

DELGADO 

José Elmer 

El acusado 

prestaba servicio 

militar en el 

Ejército del Perú. 

El 21FEB2024 

salió de permiso 

hasta                el 
24FEB2024 y no 
retornó a su 
unidad, siendo 
declarado falto 
desde               el 
04MAR2024. Se 

le dio de baja por 

inasistencia.   En 

juicio            oral 

reconoció        su 

falta y manifestó 

motivos 

personales        y 

familiares    para 

su deserción. 

Motivos 

personales      y 

familiares, 

situación 

económica      y 

enfermedad  de 

su conviviente. 

Se              respetaron 

formalmente         sus 

derechos    procesales 

en     el     juicio.    El 

acusado  se  presentó 

voluntariamente, 

reconoció  su  falta  y 

expresó 

arrepentimiento.     El 

fiscal    solicitó    tres 

meses     de     prisión 

suspendida.            La 

defensa    solicitó    la 

pena   mínima   y   el 

actor  civil pidió una 

reparación de S/.250. 

La               audiencia 

concluyó              con 

sentencia 

condenatoria  con 

pena suspendida y 

reglas de conducta. La 

resolución fue 

declarada  consentida 

y se ordenó remitir el 

expediente al juzgado 

de origen para su 

ejecución. 

Criminalización   de 

la       pobreza       y 

marginación  social; 

desconocimiento  de 

las      circunstancias 

personales     graves 

como   eximentes  o 

atenuantes; 

imposición           de 

responsabilidad civil 

sin             suficiente 

valoración    de    la 

capacidad 

económica          del 

acusado.

0047- 

2024- 

04-14 

EX SLDO EP 

PÉREZ 

QUISPE 

Giovana 

Prestaba servicio 

militar en el 

Cuartel Ilo; se le 

otorgó permiso 

del 8 al 16 de 

abril de 2024. No 

regresó a su 

unidad dentro del 

plazo legal y se 

ausentó desde el 

25 de abril. 

Motivos 

personales      y 

familiares 

(conviviente 

enferma) 

Juicio   oral   ante   el 

Tribunal       Superior 

Militar   Policial   del 

Sur,     con     defensa 

pública.  Admitió  los 

hechos,            mostró 

arrepentimiento. 

Condenada a 3 meses 

de prisión suspendida 

y reparación civil de 

S/ 250.00. 

Criminalización de 

una situación de 

necesidad familiar; 

imposición de  pena 

sin análisis profundo 

de condiciones 

sociales ni 

alternativas reales de 

reintegración.

0064- 

2023- 

04-21 

CAP.          EP 

UGAZ 

QUIRÓZ Juan 

José 

Se le acusa de los 

delitos             de 

Desobediencia y 

Afectación     del 

material 

destinado   a   

la defensa 

nacional. 

No deserción, sino 

presunta falta de 

disciplina 

militar             e 

infracción operativa 

en  la 

El proceso comenzó 

en primera instancia 

con la negativa de 

sobreseimiento. La 

Fiscalía solicitó 
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nulidad 

absolut

a de la 

declara

ción 

Vulneración 

del derecho a 

la defensa 

técnica del 

acusado al 

carecer de 

asistencia 

letrada en su 

declaración 

indagatoria,



81  

El           proceso 

judicial          fue 

anulado 

parcialmente por 

vicios 

procesales, 

particularmente 

por                una 

declaración 

indagatoria    sin 

firma             del 

defensor          ni 

asistencia 

efectiva. 

custodia o uso 

del material 

destinado a la 

defensa. 

indagatoria  por  falta 

de firma del defensor 

y                 asistencia 

presencial, lo que fue 

declarado 

improcedente.        El 

Tribunal  rechazó   la 

apelación   del   fiscal 

por no estar permitida 

conforme  al  CPMP. 

Se      retrotrajo      el 

proceso a antes de la 

audiencia                de 

sobreseimiento      sin 

invalidar   todos   los 

elementos               de 

convicción. 

agravada por la 

omisión del tribunal 

de garantizar la 

efectividad de dicho 

derecho, generando 

un proceso viciado 

que fue subsanado 

parcialmente, sin 

sanción adecuada ni 

garantía de no 

repetición.

 

0050- EX SLDO EP Prestó servicio Motivos El proceso fue Aunque se 
2023- LLANTOY militar en la CIA personales y conducido conforme respetaron las 

04-20 MACHACA “C/S” del BIM familiares al procedimiento garantías mínimas 

 Juan Gustavo Nº 13 (Cuartel (conviviente regular. El acusado del debido proceso y 

  Salaverry – enferma) Compareció la defensa fue 

  Arequipa).  voluntariamente y ejercida, la falta de 

  Estando de  reconoció el hecho. registro audiovisual 

  permiso del 08  Se valoraron pruebas de la audiencia 

  al 15 de mayo de  documentales del vulnera el principio 

  2023, no retornó  permiso, parte de de publicidad y 

  a su unidad  deserción, situación transparencia del 

  desde el 16 de  administrativa y proceso penal. 

  mayo ni dentro  resolución de baja. Se Además, la sanción 

  de los 8 días  desarrolló audiencia impuesta careció de 

  siguientes. Fue  oral sin registro una evaluación 

  considerado  audiovisual por fallas diferenciada del 

  desertor a partir  técnicas. La Fiscalía contexto de 

  del 24 de mayo  solicitó 3 meses de vulnerabilidad 

  de 2023. El  pena privative social y familiar del 

  acusado  suspendida, aceptada acusado. 

  reconoció los  por la defensa. Se  

  hechos.  impuso una  

 reparación civil de S/  
250.00. El tribunal lo  
declaró autor del  
delito de deserción,  
imponiéndole 3  
meses de pena  
suspendida con reglas  
de conducta y dio por  
consentida la  
sentencia.  

Nota. (Tribunal Superior, 2024).
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Análisis 
 

 
En la tabla anterior se logra percibir que el primer caso refleja una situación típica dentro del 

sistema de justicia militar en el Perú en donde la figura del delito de deserción se aplica de 

manera estricta sin una ponderación suficiente de las condiciones personales y familiares del 

acusado quien, a pesar de haber reconocido el hecho, colaborado con la justicia y solicitado 

la pena mínima, fue igualmente sometido a un proceso que no contempló medidas 

restaurativas ni alternativas como mecanismos de conciliación institucional que pudieran 

haber evitado una sentencia condenatoria con inscripción penal afectando su historial. La 

pena impuesta fue suspendida, pero dicha medida no corrige el hecho de que la causa de la 

deserción fue de índole humanitaria pues el acusado argumentó que su conviviente se 

encontraba enferma y no contaba con recursos económicos para afrontar la situación, lo cual 

evidencia una desconexión entre el sistema judicial militar y el respeto del derecho a la 

dignidad humana y a la protección de la familia reconocida por la Constitución Política del 

Perú. 

 
En el segundo caso se muestra la aplicación estricta del delito de deserción contemplado en 

el artículo 105 inciso 2 del Código Penal Militar Policial sin una valoración profunda del 

contexto socioeconómico y humano que llevó al acusado a incumplir su deber militar ya 

que, si bien se reconoció su falta y se le impuso una pena suspendida de tres meses junto con 

una reparación civil de 250 soles, se observa una limitada ponderación de los factores 

personales como la enfermedad de su conviviente, su situación económica precaria y la falta 

de ingresos, elementos que en un enfoque con perspectiva de derechos humanos debieron 

considerarse con mayor peso atenuante en el fallo pues el mismo tribunal aceptó que no 

existían pruebas de reincidencia ni habitualidad, ni que el acusado haya actuado con dolo 

agravado y; sin embargo, se mantuvo la aplicación del tipo penal sin proponer medidas
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alternativas  reales  o  enfoques  restaurativos  que  puedan  reinsertarlo  eficazmente en  la 

sociedad. 

 
Mediante el tercer el caso de la acusada Pérez Quispe pone en evidencia una problemática 

estructural recurrente en los casos de deserción militar, la falta de consideración del contexto 

socioeconómico y familiar de los soldados del servicio militar voluntario; la deserción fue 

motivada por razones personales vinculadas al cuidado de su conviviente enferma, lo cual 

revela una situación de vulnerabilidad no cubierta por mecanismos de apoyo institucional 

dentro del Ejército; sin embargo, la respuesta del sistema judicial militar consistió en la 

aplicación de una pena privativa de libertad  con carácter suspendido,  además de una 

reparación civil, sin explorarse otras medidas orientadas a la reintegración o solución de 

fondo a las causas del abandono de servicio. 

 
Asimismo, se advierte una forma de vulneración a los derechos fundamentales en tanto el 

proceso judicial, aunque cumplió formalidades, no profundizó en las condiciones de vida ni 

en el entorno del acusado, tratándose de una joven de 19 años del departamento de 

Huancavelica dedicada a la agricultura; se le impone una carga penal sin abordarse las 

limitaciones estructurales de acceso a servicios de salud, medios de comunicación o apoyo 

institucional que pudieron impedir su retorno a la unidad; esta respuesta judicial refleja una 

visión punitiva del incumplimiento de deberes militares que, en la práctica, penaliza la 

pobreza y la falta de recursos del personal en formación, en lugar de aplicar una justicia 

restaurativa o diferenciada basada en principios de proporcionalidad y derechos humanos. 

 
Del cuarto caso sobre el Capitán EP Ugaz Quiróz Juan José revela graves deficiencias 

estructurales en el debido proceso dentro de la jurisdicción penal militar policial, 

particularmente en lo que respecta al cumplimiento efectivo del derecho a la defensa técnica
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del acusado; la declaración indagatoria se llevó a cabo sin la presencia física de un abogado 

defensor y careció incluso de su firma, constituyendo una violación directa al artículo 139 de 

la Constitución que garantiza el derecho a una defensa adecuada desde la etapa inicial del 

proceso penal; siendo que, el vicio  no solo afecta la validez del  acto  sino que tiene 

repercusiones sustanciales sobre la integridad de todo el proceso judicial, poniendo en 

cuestión la legitimidad de las pruebas posteriores que podrían haber sido influenciadas por 

un acto nulo de origen. 

 
Aunque el Tribunal reconoció el error y retrotrajo el proceso parcialmente, la resolución final 

declara improcedente el recurso de apelación presentado por la Fiscalía Superior que buscaba 

la nulidad total del acto procesal viciado; pues la decisión revela una tensión entre los límites 

formales de los recursos establecidos por el Código Penal Militar Policial y los principios 

fundamentales de justicia, debido proceso y tutela judicial efectiva. 

 
Para el último caso, del ex soldado Juan Gustavo Llantoy Machaca donde refleja una 

situación recurrente en el Fuero Penal Militar en el Perú, donde los jóvenes provenientes de 

contextos vulnerables son sancionados de manera formalista sin una valoración sustancial 

del contexto humano que rodea la conducta desviada del servicio militar; si bien el acusado 

reconoció haber incurrido en el delito de deserción al no retornar a su Unidad militar luego 

de un permiso autorizado, lo hizo por motivos familiares vinculados a la salud de su 

conviviente lo cual fue expuesto por su defensa durante el juicio; la sentencia le impone una 

pena privativa de libertad de tres meses con carácter suspendido y reglas de conducta junto 

con el pago de una reparación civil de 250 soles sin considerar con mayor amplitud medidas 

alternativas restaurativas ni criterios diferenciados de vulnerabilidad económica y emocional 

del acusado.
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Si bien se evidenció la correcta actuación de las partes procesales y el respeto a las formas 

procesales básicas como la defensa técnica, el derecho a ser oído y la participación del actor 

civil, lo preocupante es  que la audiencia no  fue registrada por fallas  técnicas  lo que 

representa una vulneración indirecta del principio de publicidad procesal que permite el 

control ciudadano y la garantía de transparencia judicial, además el tribunal no reparó en la 

omisión, ni estableció mecanismos correctivos ni compensatorios lo cual debilita la calidad 

del debido proceso y deja en situación de indefensión indirecta al acusado, al no contar con 

un registro fiel de su defensa y de lo actuado judicialmente; esta situación se suma a una 

tendencia preocupante en la justicia penal militar donde las sanciones suelen enfocarse en la 

rigidez normativa antes que en la comprensión de las causas sociales que motivan la 

deserción en jóvenes con escasa preparación y sin acompañamiento emocional, ni 

institucional adecuado por parte del Estado. 

 

Con relación a la tabla anterior, es necesario mostrar casos relacionados del 2021-2025, que 

muestran con mayor amplitud procesos penales seguidos ante el Tribunal Superior Militar 

Policial del Sur por el delito de deserción, tipificado en el artículo 105 del Código Penal 

Militar Policial, donde se identifican elementos comunes relacionados  con los hechos 

imputados, las causas alegadas por los acusados, el desarrollo procesal y las eventuales 

vulneraciones de derechos fundamentales, lo cual se muestra en la siguiente tabla: 

 

Tabla 7 
 

Casos relacionados 
 

 
Número Nombre del Resumen de los Causas de la Desarrollo del Vulneración 
del caso acusado hechos deserción proceso de derechos 

         judicial           fundamentales  

Exp. N.° 

0001- 

2024- 

04-20 

EX   SLDO   EP 

QUISPE 

QUISPE 

WERNER 

NEHEMIAS 

El acusado 

prestaba servicio 

militar 

voluntario en  el 

BIB N.° 57, 

Cuartel 

El  acusado  alegó 

problemas 

personales          y 

familiares       que 

influyeron  en  su 

decisión    de    no 

El   proceso   se 

tramitó 

inicialmente 

ante el Juzgado 

Militar Policial 

N.°   13   y   fue 

Se advierte una 

posible 

vulneración   al 

principio      de 

publicidad   del 

proceso  penal,
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Salaverry, en  la 

ciudad            de 

Arequipa; 

contaba        con 

permiso          de 

paseo 

autorizado,    sin 

embargo,         al 

término         del 

mismo            no 

retornó    a     su 

unidad ni dentro 

del  plazo  legal 

de    ocho    días 

previsto   en   el 

artículo 105 del 

CPMP. Ante su 

inasistencia 

prolongada,    se 

formularon    los 

partes 

correspondientes 

y se configuró el 

delito              de 

deserción; en  la 

audiencia       de 

juicio   oral,   el 

acusado 

reconoció 

expresamente 

los           hechos 

imputados por el 

Ministerio 

Público   Militar 

retornar 

oportunamente   a 

su   unidad;  estas 

circunstancias  no 

fueron 

comunicadas 

formalmente a  la 

institución militar 

ni     se     solicitó 

ampliación      del 

permiso;  si  bien 

las     causas     no 

justificaron        la 

conducta,   fueron 

valoradas  por  el 

Tribunal      como 

atenuantes         al 

momento          de 

individualizar    la 

pena. 

elevado           al 

Tribunal 

Superior Militar 

Policial del Sur; 

se            realizó 

audiencia       de 

juicio oral, en la 

cual se actuaron 

únicamente 

pruebas 

documentales  y 

el          acusado 

aceptó 

responsabilidad. 

El         Tribunal 

emitió sentencia 

condenatoria 

imponiendo 

pena    privativa 

de          libertad 

suspendida      y 

reglas             de 

conducta, 

además   de   la 

reparación  civil 

correspondiente. 

debido a que no 

se              dejó 

constancia de la 

existencia     de 

registro 

audiovisual  de 

la audiencia de 

juicio oral. Esta 

omisión  limita 

el          control 

ciudadano y la 

transparencia 

del             acto 

jurisdiccional, 

afectando     un 

componente 

esencial       del 

debido proceso.

                                  Policial.                  

Exp. N.° 

0001- 

2024- 
04-13 

EX   SLDO   EP 

YUCRA 

CLAVIJO 
YEAN CARLOS 

El   acusado   se 

encontraba 

prestando 

servicio   militar 

activo y contaba 

con        permiso 

autorizado   para 

ausentarse 

temporalmente 

de su unidad; no 

obstante,      una 

vez        vencido 

dicho    permiso, 

no                   se 

reincorporó a su 

unidad ni dentro 

del    plazo    de 

ocho            días 

previsto  por  la 

normativa  penal 

militar;            la 

prolongada 

ausencia        dio 

lugar       a       la 

Las             causas 

expuestas 

estuvieron 

relacionadas   con 

dificultades 

personales          y 

familiares       que 

atravesaba         el 

acusado   en   ese 

periodo;     dichas 

circunstancias  no 

fueron 

comunicadas  por 

los            canales 

institucionales  ni 

acreditadas 

documentalmente, 

pero           fueron 

consideradas   por 

el Tribunal como 

factores 

atenuantes  de  la 

responsabilidad 

penal. 

El  proceso  fue 

conocido por el 

Juzgado  Militar 

Policial 

competente     y 

resuelto          en 

última  instancia 

por  el  Tribunal 

Superior Militar 

Policial del Sur; 

se       desarrolló 

audiencia       de 

juicio   oral,   se 

actuaron 
pruebas 
documentales  y 
el          acusado 
expresó 
conformidad 
con  los  cargos. 
Se              dictó 
sentencia 
condenatoria 
con             pena 

Se     evidencia 

una       posible 

afectación     al 

principio      de 

publicidad 

procesal,   toda 

vez    que    no 

existe 

constancia 

expresa de que 

la      audiencia 

haya          sido 

registrada 

mediante 

medios 

audiovisuales, 

lo que limita la 

verificabilidad 

externa        del 

desarrollo    del 

juicio.
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formulación del 

parte de 

deserción y al 

inicio  del 

proceso penal 

correspondiente. 

Durante el juicio 

oral, el acusado 

admitió los 

hechos 

                                  imputados.               

privativa        de 

libertad 

suspendida      y 

reglas             de 

conducta, 

quedando       la 

decisión 

consentida.

 

Exp. N.° EX   CABO   EP El          acusado  El acusado El  proceso  fue    Se     identifica 
tramitado ante el    una       posible 002- FUENTES prestaba  manifestó que  su 

2025- NINAHUAMAN servicios  en   el  conducta estuvo Juzgado  Militar vulneración   al 

04-14 LUIS BING C/B N.° 3,  motivada por Policial N.° 13 y derecho   a   la 

EDUARDO en     la     región 
Moquegua. 

Contaba       con 

permiso 

autorizado;    sin 

embargo,         al 

término         del 

mismo            no 

retornó    a     su 

unidad ni dentro 

del  plazo  legal, 

configurándose 

el     delito     de 

deserción 

conforme        al 

artículo     105.2 

del   CPMP.  En 

audiencia       de 

juicio          oral, 

reconoció      los 

hechos 

imputados y 

aceptó su 

responsabilidad 

circunstancias 
familiares, 

específicamente 

relacionadas   con 

la gestación de su 

pareja;          estas 

razones no fueron 

tramitadas 

formalmente  ante 

la         institución 

militar,          pero 

fueron   valoradas 

por   el   Tribunal 

como   atenuantes 

al   momento   de 

determinar         la 

pena. 

elevado           al 
Tribunal 

Superior Militar 

Policial del Sur. 

Se           realizó 

audiencia       de 

juicio  oral  con 

actuación       de 

prueba 

documental,  sin 

oposición  de  la 

defensa;         se 

impuso        una 

pena    de    tres 

meses de prisión 

suspendida, 

reglas             de 

conducta         y 

reparación civil, 

quedando       la 

sentencia 

consentida. 

publicidad   del 
proceso  penal, 

dado que no se 

acreditó         la 

existencia     de 

registro 

audiovisual  de 

la audiencia de 

juicio        oral, 

afectando      la 

transparencia 

del             acto 

jurisdiccional.

                                  penal.                      

Exp. N.° 

0004- 

2024- 

04-15 

EX   SLDO   EP 

MAQUERA 

HUACHO 

FERNANDO 

GABRIEL 

El          acusado 

prestaba servicio 

militar 

acuartelado en la 

RCB N.° 3, en la 

ciudad de Tacna, 

contaba        con 

salida 

permanente  por 

motivos          de 

estudio, pero no 

retornó    a     su 

unidad    en    el 

plazo 

correspondiente, 

incurriendo    en 

una       ausencia 

prolongada   que 

derivó     en     la 
Las  causas  de  

la deserción 

estuvieron 

vinculadas          

a problemas 

familiares, 

principalmente   

a la enfermedad 

de su      

conviviente; 

estas 

circunstancias 

fueron   

expuestas por  la  

defensa  y 

consideradas   

por el Tribunal 

como atenuantes, 
aunque             no 
eximentes         de 
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El   

proceso   

se 

desarrolló   

ante el          

Juzgado 

Militar   

Policial 

N.°    15    

y    el 

Tribunal 

Superior 

Militar 

Policial 

del Sur. 

Se           

realizó 

audiencia       

de juicio   

oral,   se 

actuaron 

pruebas 

documenta

les  y se            

emitió 

sentencia 

condenato

ria 

con             

pena 

suspendid

a; 

Se advierte 

una afectación 

previa            

al derecho   a   

la libertad 

personal,       

al haberse 

declarado    

reo ausente          

al acusado, 

situación    

que 

posteriormente 

fue    

corregida con               

su 

presentación 

voluntaria      

y juzgamiento 

efectivo.
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formulación  del 

parte               de 

deserción; 

durante el juicio 

oral     reconoció 

los           hechos 

imputados por la 

Fiscalía   Militar 

responsabilidad 

penal. 

asimismo, se 

dejó sin efecto la 

condición de reo 

ausente que 

pesaba sobre el 

acusado.

                                  Policial.                  

Exp. N.° 

04- 

2025- 

04-14 

EX   SLDO   EP 

CHECCA 

HUAMANI 

JOSUE EDGAR 

El          acusado 

prestaba 

servicios  en   la 

BAT  CMDO Y 

COM N.° 4, en 

la ciudad de Ilo; 

tras  un  permiso 

autorizado,     no 

retornó    a     su 

unidad ni dentro 

del  plazo  legal, 

siendo declarado 

falto                 y 

posteriormente 

requisitoriado; 

fue    puesto    a 

disposición   del 

Tribunal   y   en 

audiencia       de 

juicio           oral 

reconoció      los 

hechos 

El  acusado  alegó 

motivos 

personales          y 

familiares    como 

causa      de      su 

inasistencia 

prolongada;  estas 

circunstancias 

fueron   valoradas 

como   atenuantes 

por el Tribunal al 

momento          de 

imponer  la  pena 

correspondiente. 

El   proceso   se 

tramitó  ante  el 

Juzgado  Militar 

Policial N.° 13 y 

fue resuelto por 

el         Tribunal 

Superior Militar 

Policial del Sur; 

se         actuaron 

pruebas 

documentales  y 

se               dictó 

sentencia 

imponiendo tres 

meses  de  pena 

privativa        de 

libertad 

suspendida      y 

reparación civil. 

La       sentencia 

quedó 

consentida. 

Se     identifica 

una       posible 

vulneración   al 

debido proceso, 

tanto    por    la 

restricción 

previa    de    la 

libertad 

personal 

derivada  de  la 

requisitoria, 

como   por   la 

ausencia       de 

registro 

audiovisual  de 

la audiencia de 

juicio oral.

                                  imputados.              

Exp. N.° 
010- 

2025- 

04-14 

EX   CABO   EP 

VILLEGAS 

ROJAS JARRET 

ANGELO 

El acusado 

prestaba servicio 

en la BAT 

CMDO Y COM 

N.°  4  ACAAé, 

en  la ciudad de 

Ilo. Tras el goce 

de un franco 

autorizado, no 

retornó a su 

unidad  dentro 

del plazo legal, 

configurándose 

el delito de 

deserción; en  la 

audiencia de 

juicio   oral 

aceptó los cargos 

formulados en su 

Las             causas 

estuvieron 

relacionadas   con 

problemas 

familiares, 

específicamente 

con la salud de su 

conviviente; estas 

circunstancias 

fueron   expuestas 

por  la  defensa  y 

valoradas     como 

atenuantes         al 

momento          de 

determinar         la 

pena. 

El proceso fue 

conocido por el 

Juzgado Militar 

Policial N.° 15 y 

el Tribunal 

Superior Militar 

Policial del Sur; 

se realizó 

audiencia de 

juicio oral, se 

actuaron 

pruebas 

documentales  y 

se impuso pena 

suspendida  con 

reparación civil. 

Se     evidencia 

una       posible 

afectación     al 

principio      de 

publicidad   del 

proceso  penal, 

debido    a    la 

inexistencia  de 

registro 

audiovisual  de 

la audiencia.

                                  contra.                     
 

Exp. N.°    EX   CABO   EP    El          acusado El  acusado  alegó  El  proceso  fue Se        advierte 
0022- CONDORI prestaba servicio  motivos  tramitado ante el vulneración   al 

2024- PUCHO en el BIB N.° 41,  familiares,  Juzgado  Militar principio      de 

04-14 DARWIN perteneciente   a  principalmente  Policial N.° 15 y publicidad   del 

 MICHAEL la   3ra   Brigada  relacionados   con  resuelto  por  el proceso,  al  no 
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  Blindada        en  la enfermedad de  Tribunal haberse 

Moquegua. su      conviviente; Superior Militar registrado      la
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Contaba       con 

permiso del 20 al 
21  de  enero  de 

2024, pero no 

retornó a su 

unidad ni dentro 

del plazo legal, 

configurándose 
la deserción 
desde el 30 de 
enero de 2024. 
Reconoció los 
hechos en juicio 

dichas 

circunstancias 

fueron 

consideradas   por 

el Tribunal como 

atenuantes         al 

momento          de 

individualizar    la 

sanción penal. 

Policial del Sur; 

se         actuaron 

pruebas 

documentales  y 

se               dictó 

sentencia 

imponiendo tres 

meses de prisión 

suspendida      y 

reparación civil. 

La       sentencia 

quedó 

consentida. 

audiencia     de 

juicio         oral 

mediante 

medios 

audiovisuales.

                                  oral.                        

Exp. N.° 
0042- 

2024- 

04-13 

EX   CABO   EP 

PARI MAMANI 

ERICK 

GIOVANI 

El acusado 

prestaba servicio 

militar 

voluntario en  la 

CIA “C” del BIB 

N.° 57, Cuartel 

Salaverry; salió 

de paseo el 26 de 

marzo de 2024 y 

no  retornó a  su 

unidad, pasando 

falto y 

configurándose 

la  deserción  el 

04  de  abril  de 

2024;     en     la 

audiencia       de 

juicio           oral 

reconoció      los 

hechos, 

manifestó 

arrepentimiento 

y voluntad de 

resarcir el daño. 

La causa de la 

deserción estuvo 

vinculada a 

motivos 

personales          y 

familiares, 

específicamente al 

estado               de 

gestación   de   su 

pareja;          estas 

circunstancias 

fueron 

consideradas 

atenuantes por  el 

Tribunal,  aunque 

no   eximieron   la 

responsabilidad 

penal del acusado. 

El  proceso  fue 

conocido por el 

Juzgado  Militar 

Policial N.° 13 y 

juzgado  por  el 

Tribunal 

Superior Militar 

Policial del Sur 

el       03       de 

noviembre     de 

2025;              la 

audiencia no fue 

registrada     por 

fallas   técnicas. 

Se        actuaron 

únicamente 

pruebas 

documentales  y 

se               dictó 

sentencia 

imponiendo tres 

meses de prisión 

suspendida, 

reglas             de 

conducta  y  sin 

fijar  reparación 

civil     por     no 

constituirse 

actor civil. La 

sentencia fue 

consentida. 

Se     configura 
una 
vulneración al 
principio de 
publicidad y 
transparencia 
del       proceso 

penal,            al 

dejarse 

constancia 

expresa de que 

la audiencia no 

fue grabada en 

audio ni video; 

asimismo,     se 

advierte      una 

afectación 

previa     a     la 

libertad 

personal        al 

haberse 

declarado    reo 

ausente, 

situación luego 

subsanada.

Nota. (Tribunal Superior, 2024). 
 

 
Análisis 

 
Mediante la tabla anterior, se logra percibir que todos los casos responden a un mismo 

supuesto típico de la no reincorporación del personal militar a su unidad al término de un 
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permiso, paseo o franco, superando el plazo de ocho días establecido por el artículo 105 

inciso  2  del  Código  Penal  Militar  Policial,  dicho  elemento  objetivo  se  encuentra
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debidamente acreditado en cada proceso mediante partes de deserción, fojas adicionales y 

documentos administrativos que dan cuenta tanto del alta del acusado como de su 

inasistencia prolongada; en consecuencia de ello, la tipicidad del delito no ha sido materia 

de controversia sustancial en ninguno de los casos analizados. 

Un elemento común relevante es la aceptación expresa de los hechos por parte de los 

acusados durante la audiencia de juicio oral; en todos los expedientes, los procesados 

reconocen haberse quedado faltos en su Unidad y no haber retornado dentro del plazo legal, 

manifestando arrepentimiento por su conducta; dicha admisión de responsabilidad ha tenido 

un impacto directo en la dinámica del proceso; ya que, ha simplificado la actividad probatoria 

y ha orientado la decisión judicial hacia la imposición de penas mínimas con carácter 

suspendido. 

En relación con las causas de la deserción, se observa un patrón reiterado: la invocación de 

motivos personales y familiares como justificación de la conducta; entre estos motivos 

destacan la enfermedad de la conviviente, el estado de gestación de la pareja, conflictos 

familiares y dificultades económicas; si bien tales circunstancias no constituyen causas de 

justificación ni eximentes de responsabilidad penal, los tribunales las han valorado de manera 

constante como atenuantes al momento de individualizar la pena, en atención al principio de 

proporcionalidad. 

 

Además de ello, los casos analizados muestran un desarrollo homogéneo; todos los procesos 

transitaron por la investigación preparatoria, etapa intermedia y juicio oral, culminando con 

sentencias condenatorias emitidas por el Tribunal Superior Militar Policial del Sur; puesto 

que, en ninguno de los expedientes se presentaron medios probatorios complejos, 

limitándose la actuación probatoria a documentos administrativos y militares, los cuales no 

fueron objeto de objeción por parte de la defensa técnica.
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En la totalidad de los casos se impuso una pena privativa de libertad de tres meses, 

suspendida en su ejecución, acompañada de reglas de conducta conforme a los artículos 57 

y 58 del Código Penal, aplicables supletoriamente al proceso penal militar; dicha 

uniformidad evidencia una línea jurisprudencial orientada a privilegiar la función preventiva 

y resocializadora de la pena, antes que una respuesta estrictamente represiva frente al delito 

de deserción. 

Asimismo, se evidencia una afectación previa al derecho fundamental a la libertad personal, 

particularmente cuando los acusados fueron declarados reos ausentes y se dictaron órdenes 

de captura en su contra; ya que, si bien estas medidas fueron posteriormente dejadas sin 

efecto tras la presentación voluntaria del acusado, su aplicación pone en debate la 

proporcionalidad de las medidas coercitivas frente a delitos que, finalmente, son sancionados 

con penas suspendidas. 

Se denota adicionalmente una afectación previa al derecho fundamental a la libertad 

personal, particularmente cuando los acusados fueron declarados reos ausentes y se dictaron 

órdenes de captura en su contra; pues, si bien estas medidas fueron posteriormente dejadas 

sin efecto tras la presentación voluntaria del acusado, su aplicación pone en debate la 

proporcionalidad de las medidas coercitivas frente a delitos que, finalmente, son sancionados 

con penas suspendidas. 

 
 

3.2.- Discusión de los resultados 

 
A efectos de continuar con el apartado de la discusión y los resultados se tiene a bien mostrar 

las posturas por parte del estado del arte y antecedentes de investigación; es por ello, que la 

postura de Vargas, en su investigación desarrollada en la Universidad Santo Tomás, donde 

plantea que el servicio militar obligatorio ha estado presente a lo largo de la historia como 

un mecanismo estatal para garantizar la defensa nacional, pero que en la actualidad, dadas
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las transformaciones sociales y la interpretación dinámica del Derecho, es necesario que la 

normativa se adecúe a las circunstancias concretas, especialmente cuando se trata del servicio 

militar voluntario; además sostiene que la obligación de servir debe respetar el libre desarrollo 

de la personalidad y no imponerse de manera rígida o punitiva. 

 
Esta perspectiva coincide plenamente con la postura del investigador; ya que, el carácter 

voluntario del servicio militar debe traducirse en una regulación jurídica diferenciada, y no 

en la aplicación automática del Código Penal Militar; al señalar que no se puede someter a 

sanciones penales militares a quienes, sin formar parte activa y formal de las Fuerzas 

Armadas como profesionales, deciden de manera voluntaria integrarse por un periodo 

limitado; de esta manera, el aporte del autor contribuye a resaltar la necesidad de una reforma 

legal que respete el principio de legalidad y evite una interpretación desproporcionada que 

vulnere derechos fundamentales. 

 
Por su parte, la postura de la autora Villalobos, al investigar sobre la incorporación de las 

mujeres al servicio militar en Chile, aborda el fenómeno desde una perspectiva de género, 

concluyendo que la normativa debe atender las diferencias estructurales y funcionales entre 

hombres y mujeres en su ingreso a las Fuerzas Armadas, en tanto que la regulación del 

servicio militar no puede ser uniforme, y debe considerar factores contextuales como el 

género, el entorno social y las capacidades individuales. 

 
Esta visión apoya indirectamente la postura del investigador, quien también considera que 

la deserción del SMV debe analizarse desde una óptica más integral y humana, que no solo 

reconozca la naturaleza jurídica del voluntariado, sino también la diversidad de motivos por 

los que un joven podría desertar; por lo tanto, esta perspectiva refuerza la necesidad de un
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enfoque normativo más inclusivo, empático y  ajustado a la realidad,  lo cual también 

fortalece la crítica al uso automático del derecho penal castrense. 

 
A su vez, Vásquez plantea que el servicio militar voluntario ha transitado hacia un modelo 

profesional, lo que exige una transformación en el régimen jurídico que lo regula; donde la 

permanencia de normativas orientadas al modelo obligatorio y tradicional de la milicia 

resulta anacrónica, especialmente cuando se aplican a jóvenes que ingresan voluntariamente 

con la expectativa de recibir capacitación, formación y un eventual beneficio social o 

educativo; pues respalda directamente la postura del investigador, al reconocer que la 

voluntariedad implica una relación distinta con el Estado y con las Fuerzas Armadas, por lo 

que no es coherente que se aplique el mismo régimen sancionador que a un miembro 

profesional y de carrera. 

 
Por parte del  autor de la presente investigación, adopta esta postura como propia,  al 

considerar que la deserción del personal del servicio voluntario no puede ni debe ser 

castigada con penas privativas de libertad bajo el Código Penal Militar, porque ello 

desconoce la naturaleza formativa y no funcional de su participación; en tal sentido, la falta 

de adecuación normativa puede llevar a vulneraciones del principio de proporcionalidad, de 

legalidad y de justicia material. 

 
Según la postura de Sucari, es clave para el desarrollo de esta investigación, ya que realiza 

un estudio exhaustivo de las sentencias emitidas por el Tribunal Superior Militar Policial del 

Sur entre 2012 y 2019 en casos de deserción del Servicio; pues estas decisiones adolecen de 

una motivación suficiente, y que los jueces militares muchas veces se limitan a comprobar 

la ausencia del voluntario, sin analizar el contexto funcional, ni jurídico de su participación; 

ya que,  esta práctica compromete gravemente  el derecho  al debido proceso, la tutela
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jurisdiccional efectiva y la razonabilidad de la pena impuesta, lo cual concuerda plenamente 

con la tesis central del investigador. 

 
Para el autor de la presente investigación, quien se encuentra de acuerdo a la postura anterior, 

confirma que la aplicación del Código Penal Militar al Servicio militar es automática, 

irreflexiva y desproporcionada, pues se sanciona a jóvenes que no han sido plenamente 

formados, ni asumido funciones militares de manera profesional; sino que la robustece con 

evidencia concreta y con una crítica directa al funcionamiento del sistema de justicia militar. 

 
Asimismo, Jerzy desarrolla una mirada sociológica del problema, aludiendo al 

distanciamiento de la juventud frente a las instituciones tradicionales como las Fuerzas 

Armadas; pues señala que el individualismo, la falta de identidad nacional, y la desconexión 

generacional provocan que muchos jóvenes no interioricen el valor del servicio militar, lo 

que contribuye a una alta tasa de deserción; aunque esta postura no entra en el terreno 

jurídico, sí aporta un argumento contextual que el investigador considera relevante: que la 

deserción no siempre obedece a una conducta delictiva dolosa o funcional, sino a factores 

socioculturales que deben ser comprendidos antes de sancionar. 

 
Es por ello que, el autor de la presente investigación, explica que la solución no está en 

castigar, sino en rediseñar el servicio militar voluntario para hacerlo más inclusivo, formativo 

y atractivo, ajustando la normativa a las nuevas realidades sociales. 

 
Montesinos y Becerra también abordan factores estructurales del servicio militar, como su 

falta de atracción para los jóvenes y los fallos en los mecanismos de captación; ambos 

coinciden en que los beneficios que se prometen no se concretan en la práctica, y que el 

sistema no está preparado para ofrecer un desarrollo integral a los voluntarios; desde la óptica 

del investigador, estas posturas son sumamente relevantes, ya que ayudan a explicar
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por qué existe una alta tasa de deserción; si el servicio militar no está bien diseñado, si los 

beneficios no son tangibles y si el sistema de captación es engañoso o ineficiente, no se puede 

esperar que los jóvenes permanezcan de manera constante o comprometida. 

 
En este sentido, el autor de la presente investigación precisa que, imponer penas privativas 

de libertad bajo un código penal castrense, no solo resulta injusto, sino que representa una 

respuesta autoritaria e inapropiada ante un fenómeno que es, en su raíz, estructural; así, el 

investigador encuentra en estas investigaciones un fuerte respaldo a la idea de que la 

deserción no debe tratarse como un delito penal militar, sino como una falta administrativa 

como señal de alerta sobre la necesidad de reformar integralmente el servicio. 

 
Mediante las posturas de los autores de los artículos científicos, citada por la U.S. Embassy; 

donde se muestra un modelo estructurado y claro de inscripción al servicio selectivo, 

estableciendo periodos  específicos y  condiciones concretas; pues del Mayor  Daniel J. 

Sennott, pone en valor la valentía moral como un principio del liderazgo militar. 

 
El autor de la presente investigación se encuentra a favor en parte de la postura anterior, pues 

comprender que un sistema normativo claro, predecible y motivador puede ser mucho más 

eficaz que uno punitivo; además, al priorizar valores como la integridad y la justicia moral 

en el liderazgo, se refuerza la idea de que las Fuerzas Armadas deben formar ciudadanos con 

principios, no solo obedientes; por ello, el investigador valora positivamente estos aportes, 

ya que demuestran que la efectividad del servicio militar no depende de la rigidez de sus 

sanciones, sino de la calidad de su formación y del diseño institucional; esta lógica coincide 

con la necesidad de reformular la manera en que se sanciona al personal del servicio militar 

de voluntariedad en el Perú, proponiendo un modelo basado en la formación cívica, en el 

respeto a los derechos humanos y en la proporcionalidad normativa.
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CONCLUSIONES 
 
 
 

PRIMERA. – Se determinó que el Servicio Militar Voluntario regulado por la Ley N° 29248 

posee una naturaleza jurídica formativa y temporal orientada a la preparación cívica y 

disciplinaria de los ciudadanos para contribuir eventualmente a la Defensa Nacional, sin que 

ello implique la adquisición de la condición de miembros permanentes de las Fuerzas 

Armadas, ni la calidad de funcionarios o servidores públicos, toda vez que su incorporación 

se produce bajo una relación administrativa especial de subordinación limitada que no resulta 

equiparable, ni jerárquica ni funcionalmente, al vínculo que mantiene el personal subalterno 

u oficial que integra la estructura orgánica institucional, sin embargo, pese a esta diferencia 

sustancial el Estado peruano somete al personal del Servicio Militar Voluntario al régimen 

del Código Penal Militar Policial, diseñado para el personal de carrera, lo que desnaturaliza 

su estatus jurídico y genera una afectación directa a los derechos fundamentales al debido 

proceso, al principio de legalidad penal y al principio de igualdad ante la ley, al no 

establecerse un tratamiento normativo diferenciado acorde con su verdadera condición 

jurídica. 

 

SEGUNDA. – Se evidenció que la normativa nacional vigente, en especial el Código Penal 

Militar Policial y el Reglamento de la Ley del Servicio Militar, prevé la imposición de penas 

privativas de libertad al personal que incurre en deserción sin atender a la naturaleza 

voluntaria, temporal y no profesional del servicio que presta, situación que contrasta con el 

tratamiento previsto en legislaciones comparadas como las de España, Argentina, Colombia 

y México, donde el servicio militar voluntario es regulado desde un enfoque 

predominantemente administrativo y las conductas de deserción son sancionadas mediante 

mecanismos pecuniarios, desvinculación del servicio o pérdida de beneficios, sin recurrir a 

la aplicación del derecho penal militar, lo que pone en evidencia la falta de razonabilidad y
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proporcionalidad del modelo peruano al equiparar injustificadamente al conscripto 

voluntario con el personal militar de carrera, colocándolo en una situación de desventaja 

jurídica y vulnerando el principio de personalidad de la pena y el principio de 

proporcionalidad  sancionadora,  lo  cual  hace necesaria una  revisión  normativa urgente 

orientada a la protección de los derechos fundamentales de quienes realizan el Servicio 

Militar Voluntario. 

 

TERCERA. – Se determinó que existen fundamentos jurídicos sólidos, tanto en el derecho 

interno como en el derecho comparado, que justifican la necesidad de una reforma normativa, 

sustentados en el principio de legalidad penal que exige una tipificación clara y coherente 

con la naturaleza del sujeto sancionado, en el principio de igualdad al evidenciarse una 

diferenciación injustificada frente al personal de carrera que sí accede a beneficios laborales 

y previsionales inexistentes para el conscripto, así como en los principios de razonabilidad y 

proporcionalidad, dado que la pena privativa de libertad resulta excesiva frente a un vínculo 

voluntario y temporal; asimismo, el análisis de los casos estudiados demuestra la vulneración 

de derechos fundamentales, en especial de la libertad personal, al someter indebidamente a 

este personal a la jurisdicción penal militar, lo que resulta incompatible con la finalidad 

formativa del servicio, por ello la imposición de una multa administrativa constituye una 

alternativa más justa, idónea y constitucionalmente válida, por cuanto la reducción de la 

sanción penal no debilita la disciplina militar, sino que fortalece la legitimidad del sistema 

jurídico al adecuar la respuesta estatal a la verdadera naturaleza del vínculo existente.
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RECOMENDACIONES 
 

 

PRIMERA. -  Se recomienda a la Defensoría del Pueblo fortalecer su rol de supervisión y 

emisión de informes públicos sobre el trato diferenciado que reciben los conscriptos 

voluntarios en relación al personal permanente de las Fuerzas Armadas con el fin de 

evidenciar las desigualdades normativas y promover acciones legislativas que resguarden su 

igualdad y dignidad. 

 

SEGUNDA. -  Se recomienda al Poder Judicial y al Tribunal Constitucional revisar con 

criterio garantista los casos de conscriptos voluntarios sancionados penalmente por deserción 

en el Fuero Militar, evaluando si la aplicación de normas castrenses a personal no profesional 

vulnera principios constitucionales como la legalidad penal, la igualdad ante la ley y la 

jurisdicción natural. 

 

TERCERA. -  Se recomienda al Ministerio de Justicia y al Poder Legislativo, orientar y 

respaldar la aprobación del proyecto de ley anexado en la presente investigación en la página 

102 hasta la 107, que modifica el artículo 85 del Decreto Legislativo N.° 961, Código Penal 

Militar Policial, y el artículo 42-A de la Ley N.° 29248, Ley del Servicio Militar, a fin de 

reducir la sanción penal aplicable al personal del Servicio Militar Voluntario que incurra en 

deserción y sustituirla por un régimen sancionador administrativo proporcional, 

considerando la naturaleza voluntaria, temporal y formativa del servicio, garantizando así la 

protección de los derechos fundamentales, la racionalización del sistema de justicia militar 

y una adecuada ponderación entre la disciplina castrense y los principios constitucionales.
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ANEXOS 
 

 
Anexo 1 

 

Propuesta de mejora legislativa 
 

 
 
 
 

PROYECTO DE LEY PARA MODIFICAR EL ARTÍCULO 105 DEL DECRETO 

LEGISLATIVO N.° 1094, CÓDIGO PENAL MILITAR POLICIAL Y EL 

ARTÍCULO 42-A EN LA LEY N.° 29248, LEY DEL SERVICIO MILITAR 

 

 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

 
 

La Constitución Política del Perú señala en su artículo 165° que las Fuerzas Armadas están 

conformadas por el Ejército del Perú, la Marina de Guerra del Perú y la Fuerza Aérea del 

Perú, teniendo como finalidad principal garantizar la independencia, la soberanía y la 

integridad territorial de la República, además, el artículo 163° establece que toda persona 

natural o jurídica participa en la Defensa Nacional de acuerdo a ley, siendo así, el Estado 

reconoce que la seguridad y la defensa de la Nación requieren de la participación activa de 

la ciudadanía en coordinación con las instituciones armadas. 

 
En ese contexto, se promulgó la Ley N.° 29248, Ley del Servicio Militar, norma que regula 

la participación de los ciudadanos en el servicio militar, estableciendo que este es de 

naturaleza voluntaria, salvo disposición contraria en casos excepcionales; sin embargo, dicha 

ley no reconoce expresamente que el personal que presta este servicio voluntario no forma 

parte del cuerpo orgánico militar profesional ni ostenta la condición de servidor público, lo 

que da lugar a una interpretación errónea que termina por someter a estos jóvenes al régimen 

del Código Penal Militar Policial en casos de deserción. Esta situación genera una seria
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contradicción jurídica; ya que, a pesar de que el ingreso al servicio militar voluntario 

responde a una decisión libre y temporal, los jóvenes que se incorporan a este sistema, 

muchas veces en condiciones socioeconómicas desfavorables, terminan siendo sancionados 

con penas privativas de libertad similares a las que se aplican al personal militar profesional, 

a pesar de que no gozan de los mismos derechos, beneficios, ni remuneraciones 

 
El carácter formativo y cívico del Servicio Militar Voluntario, cuyo fin es preparar a los 

ciudadanos para apoyar eventualmente a la defensa del país, se desnaturaliza cuando se les 

impone un régimen sancionador penal militar que no corresponde a su verdadera condición 

jurídica, generando una afectación directa al derecho a la igualdad, al principio de legalidad 

penal y al derecho al debido proceso. 

 
En nuestro país, la permanencia de un régimen punitivo de carácter militar para estos casos 

desincentiva la participación ciudadana, debilita la confianza en las instituciones de defensa, 

y proyecta la imagen de un Estado que criminaliza a los jóvenes que voluntariamente se 

integran al servicio, en lugar de reconocer y proteger su rol dentro del marco de la Defensa 

Nacional como ciudadanos colaboradores y no como personal militar. Además, la aplicación 

de penas privativas de libertad por deserción en el ámbito del servicio militar voluntario 

representa una carga procesal y penitenciaria innecesaria para el Estado, generando 

consecuencias negativas no solo para los jóvenes involucrados sino también para el sistema 

de justicia militar que debe destinar recursos a casos que pueden ser resueltos mediante 

procedimientos administrativos mucho más eficientes. 

 
Por ello, es necesario proponer una reforma legislativa que reconozca la verdadera naturaleza 

jurídica del Servicio Militar Voluntario, estableciendo un régimen sancionador alternativo  

a  través  de  multas  administrativas  u  otras  medidas  disciplinarias  que
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correspondan a la condición temporal, formativa y no profesional de este servicio, sin recurrir 

al uso desproporcionado del derecho penal militar. La exclusión del personal del Servicio 

Militar Voluntario del ámbito de aplicación del Código Penal Militar Policial no solo se 

justifica por razones constitucionales, sino también por coherencia con los principios del 

derecho administrativo sancionador y por respeto a los derechos fundamentales de los 

ciudadanos, quienes merecen un trato acorde a su estatus jurídico y no un régimen punitivo 

diseñado para el personal militar de carrera. 

 
Esta propuesta, por tanto, busca armonizar el ordenamiento jurídico interno con el derecho 

comparado y con los estándares del sistema interamericano de derechos humanos, 

reconociendo que la formación patriótica y disciplinaria no debe implicar la penalización de 

conductas propias de una relación de servicio temporal y voluntario, sino que debe enfocarse 

en mecanismos proporcionales, correctivos y educativos. 

 
Por lo tanto, resulta jurídicamente necesario reducir la sanción aplicable al personal del 

Servicio Militar Voluntario que incurre en deserción, debido a que la imposición de penas 

privativas de libertad constituye una respuesta desproporcionada frente a una conducta 

derivada de una relación jurídica voluntaria, temporal y no profesional, que carece de los 

elementos estructurales propios del servicio militar de carrera; la reducción de la sanción 

penal y su sustitución por medidas administrativas o pecuniarias permite garantizar el respeto 

al principio de proporcionalidad, evita la criminalización innecesaria de jóvenes que no 

ostentan la condición de militares profesionales y asegura que la respuesta del Estado sea 

coherente con la finalidad formativa del servicio, protegiendo al mismo tiempo la disciplina 

institucional sin sacrificar derechos fundamentales como la libertad personal, la igualdad ante 

la ley y el debido proceso.
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ANÁLSIS DE COSTO BENEFICIO 
 

 
La implementación de esta norma permitirá reducir significativamente los costos operativos 

y logísticos del sistema de justicia militar, al eliminar la tramitación de procesos penales por 

deserción de jóvenes en servicio militar voluntario, que no pertenecen al cuadro profesional, 

ni generan riesgo estructural a las Fuerzas Armadas, en su lugar, el Estado aplicará multas o 

medidas correctivas internas que serán más económicas, eficientes y respetuosas del derecho, 

además, se promoverá una mayor participación voluntaria de jóvenes peruanos al eliminar el 

temor de ser juzgados penalmente, lo que generará un impacto positivo en la Defensa 

Nacional y en la relación entre ciudadanía e instituciones armadas. 

 

ANÁLISIS DEL IMPACTO DE LA VIGENCIA DE LA NORMA 
 

 
La entrada en vigencia de esta norma producirá un efecto inmediato en la garantía de 

derechos fundamentales de los jóvenes que prestan Servicio Militar Voluntario, eliminará la 

posibilidad de criminalizarlos injustamente, permitirá establecer mecanismos 

administrativos proporcionales que fortalecerán la función formativa del servicio, reducirá la 

carga en el sistema penal militar, y promoverá una relación más democrática entre las Fuerzas 

Armadas y la población, especialmente en zonas donde este servicio constituye una de las 

pocas vías de inserción social y laboral para la juventud. 

 

PROYECTO DE LEY PARA MODIFICAR EL ARTÍCULO 105 DEL DECRETO 

LEGISLATIVO N.° 961, CÓDIGO PENAL MILITAR POLICIAL Y EL 

ARTÍCULO 42-A EN LA LEY N.° 29248, LEY DEL SERVICIO MILITAR
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EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 

POR CUANTO: 

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA: 

Ha dado la Ley siguiente: 

LEY QUE MODIFICA 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1.- Modificación 

Modifíquese el Artículo 105 del Decreto Legislativo N° 961, Código Penal Militar Policial 

y el Artículo 42-A En La Ley N°29248, Ley Del Servicio Militar 

 

Artículo 2.- Objeto de la Ley 
 

 
Modifíquese el artículo 105 del Decreto Legislativo N° 961, Código Penal Militar Policial 

y el Artículo 42-A En La Ley N°29248, Ley Del Servicio Militar 

 

Artículo 3.- Nuevo Texto 
 

 
“Artículo 105. Deserción: 

 

 
Constituye delito de deserción el abandono injustificado de las funciones asignadas por parte 

del personal militar en situación de actividad, cuando la ausencia supere los ocho días 

consecutivos. 

 

No se aplicará esta disposición al personal que presta Servicio Militar Voluntario, el cual 

será sancionado conforme al régimen disciplinario administrativo que establezca el 

Ministerio de Defensa”
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“Artículo 42-A. Sanción administrativa por deserción 
 

 
La deserción cometida por personal del Servicio Militar Voluntario será sancionada mediante 

multa administrativa, no menor de media unidad impositiva tributaria, ni mayor a una unidad 

impositiva tributaria 

 

Dicha multa podrá ser acompañada de medidas correctivas o formativas según lo disponga 

el reglamento correspondiente, quedando expresamente prohibido someter a este personal a 

procesos penales en el fuero militar por hechos vinculados a la deserción” 

 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 
 

 
Primera. - El Ministerio de Defensa elaborará y aprobará en un plazo no mayor a noventa 

días calendario el reglamento que establezca los procedimientos administrativos 

disciplinarios aplicables al personal que presta Servicio Militar Voluntario conforme a lo 

establecido en la presente ley.
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Anexo 3 
 

Instrumento de recolección de datos 
 

 
 
 
 

Ficha documental 
 
 
 
 

 

Ficha documental 

 

Nombre del Autor : 
 

 

Título del Libro   :    

Datos importantes:   

Autor, Obra, Editorial, Año, Pagina Ficha N°: 
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